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La presente investigación titulada  “Vulneración  del derecho fundamental de igualdad 
entre varones y mujeres en la regulación de las penas en el caso de feminicidio”, teniendo 
como problema ¿Las penas tipificadas en el delito de feminicidio vulneran el derecho 
fundamental de igualdad material entre varones y mujeres?, además tuvo como objetivo 
principal determinar si las penas del delito de feminicidio tipificado en el artículo 108-B 
del Código Penal  vulnera el derecho fundamental de igualdad material entre varones y 
mujeres. 
La investigación se llevó a cabo atendiendo a la problemática social y jurídica, respecto 
a las penas reguladas en el delito feminicidio, ya que se sabe que nuestra legislación ha 
establecido penas desproporcionales entre el feminicidio y homicidio en situaciones 
donde la victima varón sea asesinado por razones de odio, por lo que se buscó validar la 
hipótesis “Las penas tipificadas en el delito de feminicidio vulneran el derecho 
fundamental de igualdad material entre varones y mujeres por ser desproporcionada. La 
metodología aplicada en esta investigación se basó en un diseño descriptiva, diseño no 
experimental, una población y muestra de 11 abogados especialistas en derecho 
constitucional, abarcando a jueces, fiscales, docentes especialistas en derecho 
constitucional de la Universidad César Vallejo Piura, utilizando como técnicas e 
instrumentos de recolección de datos la entrevista 













The present investigation entitled "Violation of the fundamental right of equality between 
men and women in the regulation of penalties in the case of feminicide", having as a 
problem "Penalties typified in the crime of feminicide violate the fundamental right of 
material equality between men and women" Women ?, also had as main objective to 
determine if the penalties of the crime of feminicide typified in article 108-B of the Penal 
Code violates the fundamental right of material equality between men and women. 
The investigation was carried out attending to the social and legal issues, with respect to 
the penalties regulated in the crime feminicidio, since it is known that our legislation has 
established disproportional penalties between femicide and homicide in situations where 
the male victim is killed for reasons of hate, for which we sought to validate the 
hypothesis "The penalties typified in the crime of feminicide violate the fundamental right 
of material equality between men and women because it is disproportionate. The 
methodology applied in this research was based on a descriptive design, non-experimental 
design, a population and sample of 11 lawyers specializing in constitutional law, 
including judges, prosecutors, and specialists in constitutional law at the César Vallejo 
Piura University, using techniques and data collection instruments the interview 
















La violencia contra las mujeres siempre ha sido un mal presente en todas las etapas 
de la historia de la humanidad. El reconocimiento de esta violencia, ha generado que cada 
Estado la reconozca como ilícitos de odio, que se da cuando la acción ilícita ejercido por 
el autor provocado por el rencor o desprecio hacia la víctima. 
Las distintas formas y manifestaciones de violencia sufridas por las mujeres se 
originan por actos discriminatorios, por edad, género, cultura, creencia, nacionalidad, 
asociación política, orientación sexual. 
El uso de violencia en las diversas sociedades es una de las realidades más 
estudiadas por las ciencias humanas, esto debido a que existe un alto índice de homicidios 
donde gran mayoría de víctimas son mujeres las cuales fueron violentadas en su gran 
mayoría por su pareja, así lo confirma la, Organización Mundial de la Salud, en un estudio 
determinó que el 35% de personas del sexo femenino a nivel mundial sufren violencia en 
su esfera física, psicológica por parte de sus parejas o familiares.  
La violencia que sufren las mujeres por parte de sus parejas (varones), se da por el 
machismo constante en las sociedades contemporáneas y nuestro país no está ajena de 
ello, siendo uno de los problemas que origina esté mal social (machismo), como resultado 
de la creencia de inferioridad de la mujer con relación al sexo masculino, generando así 
la violencia de género. 
A la violencia ejercida por un varón hacia el sexo femenino se denomina 
feminicidio, entendida como, el asesinato cometido contra la misma motivada por lo 
general por violencia doméstica o por un odio radical que lleve a matar mujeres por el 
simple hecho de serlo. 
El feminicidio ha sido regulado por muchos países en aras de reconocer la violencia 
contra las mujeres y combatirla; conforme al Convenio de Belem Do Pará, el cual tiene 
como objetivo combatir toda forma de violencia contra la mujer, siendo así en el año 2011 
siete legislaciones lo habían incorporado en sus respectivas normas; Guatemala, Costa 
Ricas, México, El Salvador, Perú y Chile. 
Si bien el tipo penal de feminicidio en el Perú se ha creado para un determinado 
grupo en específico (mujer) tal diferenciación es permitida por nuestra constitución, sin 
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embargo, la misma no debe ser desproporcional con otros grupos sociales, como el varón, 
ancianos, personas con orientación sexual diferente en la sanción penal que se impone a 
quien quite la vida de la mujer por su naturaleza genética. 
En ese sentido es necesario que, en aras de combatir este elevado índice de violencia 
hacia la mujer, cada Estado debe establecer mecanismos efectivos que coadyuven a 
proteger a las mujeres violentadas por razones de género, es por esto que, nuestro sistema 
jurídico ha tipificado el delito de feminicidio como delito autónomo, el mismo que busca 
proteger y sancionar aquellos sujetos (varones) que quiten la vida a una persona de sexo 
femenino; por otro lado, es necesario señalar que, el legislador al implementar dichos 
mecanismos debe evitar cualquier discriminación a otros grupos vulnerables sociales 
como niñas, niños, acianos, etc. 
El código penal peruano en el artículo ciento y ocho inciso B, regula un feminicidio 
con penas que van desde los 20 años como pena mínima hasta cadenas perpetua, sin 
beneficios penitenciarios, según el caso en concreto, para aquel sujeto que acabe con la 
vida de una mujer por su condición de tal, a diferencia de aquellas casos en los que una 
mujer asesine a un varón por razones de odio se tipifica como homicidio simple o 
calificado aplicándose penas no menor de seis años hasta treinta y cinco años. 
De lo antes mencionado se evidencia que el legislador al regular el ilícito de 
feminicidio, ha establecido penas más gravosas a aquel sujeto que mata a una mujer, lo 
cual no sucede para aquel (mujer) que mate a un varón, de modo que se evidencia una 
vulneración al derecho fundamental de igualdad material entre varones y mujer por 
discriminación prescrito en el artículo dos de la carta suprema de nuestro ordenamiento 
legal, al emitirse penas desproporcionales e irracionales. 
En todo país se evidencia violencia hacia el sexo femenino, por ello muchos de ellos 
han optado por implementar como mecanismo la figura del feminicidio, entre los estados 
que han regulado este ilícito penal se encuentra Costa Rica, Guatemala, El Salvador, 
Nicaragua, y nuestro país, Perú, siendo necesario para la presente investigación analizar 
los tipos penales regulados en los mismos, buscando así determinar que muchos de éstos 
solo se ha enfocado en castigar con penas más severas aquel que mate a una mujer, pero, 
no sucede lo mismo a quien asesine a un varón evidenciándose una desproporcionalidad 
en las penas logrando vulnerar el derecho fundamental de igualdad material regulado en 
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la Constitución Política peruana. 
El feminicidio ha sufrido variaciones en su tipificación la última modificatoria 
vigente es la Ley N° 30819 publicada el 13 de julio del 2018, la cual en su artículo primero 
establece el tipo penal de homicidio hacia la mujer (feminicidio), modificando así el 
artículo ciento ocho inciso B del cuerpo normativo penal, este ilícito penal prescribe como 
pena privativa de libertad efectiva mínima desde los 20 años hasta cadena perpetua, al 
varón que cese la vida de una fémina.  
En el Perú el delito de feminicidio, ha sido muy criticado por especialistas de 
derecho, una de las posiciones en contra de la tipificación de feminicidio tenemos: 
El autor Reátegui (2014), refiere que el ilícito penal de feminicidio en nuestro 
ordenamiento jurídico penal, lesionada no solo el derecho fundamental de igualdad al 
género masculino al ser los únicos que puede cometer el delito antes mencionado, sino 
también a los niños, ancianos, discapacitados entre otros sujetos indefensos cuando se 
configura el delito de homicidio. (p. 28). 
Además, el autor líneas arriba mencionado, sostiene la importancia de que el 
legislador tenga en cuenta para la creación de tipos penales el principio de 
proporcionalidad, siendo la pena el de mayor importancia, porque al establecerse penas 
más graves a un hecho semejante a éste, se estaría vulnerando el derecho fundamental de 
igualdad material, tal como se aprecia en la regulación del artículo, ciento ocho inciso B, 
del Código Penal, al establecer penas más graves en el feminicidio. 
Por otro lado, Mir Puig (1998), menciona que el legislador no debe implementar 
sanciones o medidas de seguridad, excesivas o absurdas referente a prevención del delito, 
puesto ello produciría la vulneración del principio de proporcionalidad; por lo que 
implementar penas más gravosas en los delitos teniendo como sustento legal el sexo del 
sujeto activo o pasivo (mujer o varón) de una persona parte de un proceso penal, también 
lesionaría el principio de igualdad. 
Asimismo, el ámbito penal no debe cumplir una función instructiva respecto a la 
agresión contra el sexo femenino, de ahí que, incorporar el ilícito penal de feminicidio, 
vulnera el principio de culpabilidad, proporcionalidad e igualdad material entre varones 
y mujeres, porque solo se fundamenta en el sexo masculino del autor del ilícito penal; en 
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otras palabras, este tipo penal exige que solo el varón puede cometer este hecho ilícito, 
de manera que si una fémina asesina a un varón no debe aplicarse las penas del ilícito 
penal antes mencionado. 
De lo antes mencionado; no aplicar las penas que regula el feminicidio a las mujeres 
que asesinen a un varón en un mismo contexto familiar, no solo es incompatible con los 
principios del derecho penal moderno (proporcionalidad de pena, culpabilidad), sino 
también con el derecho fundamental de igualdad material, puesto que se han desarrollado 
criterios de atribución por el acto mas no por el hecho de pertenecer a un género. 
La carta magna (1992); en su artículo dos precisa que toda persona tiene derecho 2) 
igualdad ante la ley, nadie debe ser discriminado por motivo de origen o de cualquier 
índole, la carta magna, al expresar de forma literal que la igualdad ante la ley es un 
derecho constitucional de toda persona, asimismo hace referencia a que ninguna persona 
puede ser discriminada por ninguna circunstancia, razón o motivo. 
Por lo cual el Estado al crear leyes o normas jurídicas debe tener en cuenta el 
derecho fundamental de igualdad de toda persona, más aún cuando se trate de la privación 
de otro derecho fundamental como es la libertad del sujeto activo. 
Considerando lo señalado por el artículo dos numeral dos nuestra constitución, el 
Estado tiene la obligación de implementar mecanismos normativos de acuerdo a la 
realidad social de un determinado país, los mismos deben ser regulados respetando los 
derechos reconocidos en la carta magna, así como tratados internacionales que protegen 
los derechos humanos; pues el incumplimiento de aquellos derechos reconocidos en la 
constitución sería inconstitucional. 
En ese sentido, el Estado tiene la obligación de implementar políticas sociales con 
el objetivo de proteger a ciertos grupos vulnerados en una sociedad, por lo que los 
asesinatos de mujeres es una problemática social que requiere el accionar del aparato 
judicial, siendo importante la regulación del ilícito penal de feminicidio en nuestro 
sistema penal. 
La Ley N° 30819 publicada el 13 de julio de 2018 modifica el artículo ciento ocho 
inciso B del cuerpo legal penal, referente al feminicidio, con el propósito de imponer una 
sanción penal no menor de veinte años cuando el sujeto mate a una mujer por su condición 
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de tal, hechos que se puede dar en distinto escenarios como, violencia familiar, coacción, 
hostigamiento, acoso sexual, hay que mencionar además, que este ilícito penal también 
se da en un contexto de aviso de poder, confianza o de cualquier otra posición o relación 
que le confiera autoridad al agente, toda forma de discriminación contra la víctima, no 
importando la relación convivencial o conyugal con aquel que comete el ilícito penal. 
Se debe agregar que, la ley línea arriba menciona señala que se puede imponer una 
pena no menor de treinta años, cuando la conducta realizada por el agente activo encuadre 
en circunstancias agravantes como, por ejemplo, victima es anciana o menor de edad, 
cuando la perjudicada se encuentre en estado de gravidez o bajo el cuidado y 
responsabilidad del denunciado y por último si antes de su asesinato fue víctima de 
violación sexual o mutilación. 
Es necesario mencionar, que entre otras de las agravantes tipificadas en el delito 
estudiado es que al momento de la comisión delictiva la victima tiene cualquier tipo de 
discapacidad, si ha sido sometida a fine de trata de personas o cualquier tipo de 
explotación, cuando concurran los presupuestos del artículo ciento ocho del cuerpo 
normativo penal, entre otros, asimismo refiere que cuando concurran dos o más 
agravantes la pena será de cadena perpetua. 
Definitivamente, es importante señalar que del delito de feminicidio regulado en el 
cuerpo normativo penal no transgrede el derecho fundamental de igualdad, púes la 
diferenciación solo es admitida cuando está persiga una intencionalidad legítima, 
determinada, concreta y específica, cuyo fin sea el aseguramiento de un bien o valor 
constitucional. 
Sin embargo, el legislador si bien ha creído conveniente regular el ilícito penal 
(feminicidio) refiriendo taxativamente que solo la víctima de asesinato por razones de 
género, odio o discriminación puede ser una mujer, dejando de lado que un varón también 
puede ser víctima de asesinato por razones de género, odio o discriminación, regulación, 
generando así una desigualdad entre varones y mujeres de trato constitucionalmente 
intolerable, en vista de que violencia de género puede sufrir tanto mujeres como varones, 
siendo los últimos también víctima de asesinatos. 
En ese escenario donde el varón también puede ser víctima de violencia y asesinato 
por parte de la mujer, el Estado no solo debe restringir la protección a las mujeres, sino 
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que debe incluir también a los varones, teniendo en cuenta que existen muchos casos 
donde la mujer asesina al varón ya sea por celos o infidelidad aplicándosele muchas veces 
penas inferiores a las del varón que mata a una mujer. 
Por ello, al imponerse penas más graves al varón que priva de la vida a una fémina, 
se estaría vulnerando el derecho de igualdad material, por el contrario, si el Estado regula 
la aplicación de las mismas penas del ilícito de feminicidio a las mujeres que matan a un 
varón, no vulneraria el derecho de igualdad, teniendo en cuenta que la muerte de la mujer 
como la del varón es sopesada de igual manera, no otorgándose mayor valor a la vida de 
la mujer en desmedro de la del varón.  
Conforme a lo señalado líneas atrás, el problema de la presente investigación recae 
en los casos donde el occiso sea un varón, se debe imponer las mismas penas reguladas 
en delito de feminicidio, que van desde los 20 años como pena mínima hasta cadena 
perpetua, lo cual evidencia que se castiga con penas más drásticas al varón que prive la 
vida de una mujer y no a quien mate a un varón.  
De lo antes mencionado evidencia que el código penal castiga con penas inferiores 
a las que regula el feminicidio cuando la víctima asesinada por razones de género, odio o 
discriminación es un varón, imponiendo en muchos casos las penas reguladas en delito 
de homicidio que contiene penas que van desde los seis años hasta los quince años. 
Para ilustrar mejor, se tiene los informes periodísticos como diario “El Correo” 
portal web de fecha 15 de agosto de 2018 “San Martín de Porres: Piden prisión preventiva 
para colombianas por crimen de padre de familia asesinado a la salida de cantina”, en el 
contenido de la noticia se aprecia que la víctima de asesinato es Alan Robinson Neyra 
Tello, asimismo, que las imputadas se les imputan el delito de homicidio calificado 
regulado en el artículo  ciento ocho del cuerpo penal, cuya pena no puede ser menor a 
quince años. 
De la misma forma, la página web de Noticias Piura de fecha 16 de abril de 2018 
“Talara: Mujer asegura que apuñalo a su conviviente para defenderse”, la noticia señala 
que Jhomayra Nole Burgos de 28 años mató a su conviviente  Edwin David Silva Viera 
de una puñalada en el corazón, de las cuales se evidencia que existe casos en los que la 
víctima de violencia es un varón llegando a la muerte del mismo, además se observa que 
las agresores del delito son mujeres, las mismas que son sancionadas con penas mínimas 
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inferiores que van desde los 06, 15 años a diferencia de quien asesine a una mujer, 
teniendo como pena mínima 20 años. 
En cuanto a los trabajos previos, a nivel internacional en Guatemala Morales 
(2015); desierta sobre la violación al principio constitucional de igualdad respecto al 
género, contenida en el numeral cuatro del artículo ciento dieciocho del código civil 
guatemalteco, muestra la necesidad de entender la igualdad de género frente a los hechos 
que demanda el contexto real; Guatemala es una república, con condiciones muy 
parecidas a la peruana existe una cultura muy marcada en el machismo. 
 Un punto de concordancia más es que la autoridad congresal de la república de 
Guatemala muchas veces entra en contradicción con el resto de poderes del Estado; lo 
cual dificulta la aplicación de la justicia y la interpretación del cuerpo jurídico legal. (p. 
87). 
En ese sentido, el autor Lata (2015), comenta respecto al feminicidio y el principio 
de igualdad que, no solo la mujer puede ser víctima de agresión y asesinato, sino también 
un varón siendo necesario que la misma proteja tanto la vida de la mujer como la del 
varón, siendo necesario la presentación de proyectos de reforma a la ley, con la finalidad 
de que se proteja ambos géneros que son vulnerables en las relaciones de poder en una 
relación sentimental. (p. 88). 
Godoy (2015), nos dice sobre posibilidad de un feminicidio agravado en Chile, que 
el legislador para pueda aumentar las penas debe tener en cuenta el principio de igualdad 
consagrado en la carta magna, haciendo énfasis respecto a la igualdad material resalta que 
si el legislador desea tener un trato diferenciado entre el género femenino y masculino, 
esta debe ser razonable y justificado, es decir, para que se pueda aumentar las penas en 
los ilícitos penales, debe tener en cuenta el principio de igualdad consagrado en la norma 
suprema, haciendo énfasis en la igualdad material, asimismo resalta que si el legislador 
desea tener un trato diferenciado entre ambos géneros esta debe ser razonable y 
justificado. (p. 31). 
Nogueira (2014), refiere que el derecho a la igualdad ante la ley, la no 
discriminación y acciones positivas, no existiendo distinción de género, por lo cual 
implica que las leyes deben de cumplirse y aplicarse de igual manera para ambos sexos, 
el derecho a la igual es el núcleo principal de esta tesis.  
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El derecho de igualdad reconocido en la constitución deja de ser así un principio 
meramente formal, debiendo considerar los contextos específicos y reales en que se 
encuentra cada grupo social, buscando lograr una igualdad efectiva para poder administrar 
la justicia, lo que sí podría darse es el caso de los agravantes en la comisión de un presunto 
delito. 
 Patiño (2016),  comenta que la legislación ecuatoriana el delito de feminicidio 
como el de homicidio contemplan las mismas penas, por lo que no se podría señalar la 
vulneración al principio de igualdad tipificado en la norma de mayor jerarquía de 
Ecuador, evidenciando que no se ha visto ningún favoritismo a favor de la mujer, 
asimismo señala que la imposición de penas más drásticas reduciría el alto índice de 
asesinatos a mujeres, sin embargo en la práctica se ha ido aumentado el índice de muertes 
hacia mujeres, por lo que aumentar las penas no soluciona el conflicto. 
En el ámbito nacional se tiene que el autor Quinto (2015); considera que las 
circunstancias agravantes reguladas en el delito de feminicidio ya se encuentra tipificadas 
en otras agravantes del homicidio calificado, por lo que no sería necesario regular las 
mismas agravantes en el feminicidio, asimismo señala que el feminicidio protege la vida 
humana la cual no puede ser objeto de diferenciación por razones de sexo, pues castigar 
con penas más graves a quien mata a una mujer, pero en el caso de un varón o niño no se 
ha previsto la mismas penas. (pp. 121 y 122). 
Sánchez (2014); refiere que, se debe de incentivar a las entidades estatales del 
Estado, para efectuar un trabajo multidisciplinario, con el propósito de la ejecución de 
talleres de integración en la que participen la sociedad civil, con el fin de dar a conocer 
los derechos de las personas como integrantes de la sociedad para que en hechos futuros 
donde resulten ser víctimas del ilícito penal semejante al feminicidio, estos puedan ejercer 
sus derechos fundamentales de acceso a la justicia e igualdad procesal. 
Jove (2017); nos dice que, si bien el Perú pertenece a la convención sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación de la violencia contra la mujer 
(CEDAW), exhorta a los países miembros la implementación de mecanismos efectivos 
para erradicar la discriminación contra la mujer, sin embargo, tales mecanismos no 
pueden ser desproporcionales, irracionales, pues su emisión debe ser acorde a la realidad. 
Asimismo, el autor enfatiza que las penas del feminicidio a en varios países 
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latinoamericanos no son las mismas, es decir, Perú, Argentina, Chile, México, Guatemala 
y Colombia han regulado en el delito de feminicidio penas distintas, lo cual nos dice que 
no es necesario establecer penas muy elevadas pues ello va a depender de la realidad 
social de cada país. (pp. 140 y 141). 
En cuanto, a las teorías relacionadas al tema de investigación se desarrollará 
doctrina referente al delito de feminicidio, siendo necesario en el presente trabajo de 
investigación mencionar que el delito de homicidio simple, es aquel delito que no 
establece el modo y la circunstancia de ejecución, pues se limita en exigir un resultado el 
cual es la muerte del sujeto pasivo del delito. 
El mencionado delito (homicidio) en su forma base tampoco exige como el autor 
debe realizar la conducta, ello no implica que, en materia penal, tales formas, 
circunstancias y medios empleados resulten irrelevantes, toda vez que éstos en 
importantes al momento de graduarse la pena al imponerse al homicida por la autoridad 
jurisdiccional competente. 
Se debe agregar que la configuración del delito de homicidio exige que el autor 
cumpla con todos los presupuestos del tipo penal, es decir, debe existir el nexo causal, 
debe ser imputable la conducta al autor, asimismo el tipo penal de homicidio protege el 
bien jurídica vida de la víctima. 
La normativa penal de nuestra sociedad regula el delito de homicidio en su forma 
base, en el artículo ciento seis señala que prescribe, quien mata a otro sujeto será 
sancionado con pena privativa de la libertad, no menor de seis ni mayor de veinte años. 
Tipificación del delito de homicidio en el código penal. 
• Homicidio Simple. 
La conducta típica del homicidio simple consiste en quitar la vida dolosamente a 
una persona, sin la concurrencia de alguna circunstancia atenuante o agravante 
debidamente establecida en el Código Penal como elemento constitutivo de otra figura 
delictiva. Si bien, en el tipo penal no se hace referencia a la forma de aniquilar a otro, se 
entiende que puede ser por acción u omisión. 
El autor Buompadre (2000), sostiene que para calificar la conducta del homicidio 
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simple resulta irrelevante determinar la modalidad empleada por el agente; así como los 
medios utilizados (revólver, cuchillo, golpe de puño, etc.) para consumar el hecho 
punible. Se trata de aquella clase de delitos que en doctrinan se denominan tipos 
resultativos o tipos prohibitivos de causar en los cuales la ley se limita solo a prohibir la 
producción de un resultado sin determinar la clase del comportamiento típico. Son tipos 
de injusto que no especifican el modo debe arribarse a dicho resultado. (p. 90). 
El Código Penal Peruano en su artículo 106° sostiene que aquel sujeto que mata a 
otro será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de 20 años. 
El autor Hurtado (1993), señala que, en los delitos contra la vida el bien jurídico 
protegido es la vida humana. Su protección está determinada por el artículo 2 inciso I de 
la Constitución Política del Perú. Hurtado Pozo, señala que el derecho penal protege 
ampliamente este bien jurídico, en razón de la natural vulnerabilidad humana. (p. 2). 
El profesor Peña Cabrera (1994), nos dice que, el asesinato es la muerte de otra 
persona ejecutada con las circunstancias mencionadas en el artículo 108° del Código 
Penal. En el tipo legal de asesinato el bien jurídico tutelado (la vida humana) sólo sirve 
para fundamentar el núcleo básico y el ámbito de su tipificación, pero no para precisarlo 
ni para determinarlo, pues para diferenciar el homicidio del asesinato concurren una serie 
de otras valoraciones que concretan el ámbito situacional. (p. 100). 
Para Toledo (2009), referente a la definición de feminicidio se encuentra vinculada 
de forma directa a la violencia de género, dado que proviene del término femicide, 
término que fue mencionado por primera vez por Diana Russel, en el primer tribunal 
internacional contra mujeres en el año 1976. (p. 23). 
En este primer tribunal internacional celebrado en el año 1976, en el capítulo 12, 
intitulado violencia contra la mujer, en el apartado femincide Russel y Van (1990), 
comento que la mayoría de los homicidios son cometidos hacia mujeres por lo que serían 
feminicidios, debiendo tener en cuenta que estos vienen dándose desde hace mucho 
tiempo, no existiendo denominación alguna para estos actos, hasta que Carol Orlock vreo 
el termino feminicidio. (p. 104). 
Para los autores Radford y Russell (1992) define el feminicidio como un continuum 
de terror anti-femenino, que hace referencia a abusos de forma física y verbal, como por 
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ejemplo violación, tormento, esclavitud sexual, entre otras formas de humillación y 
explotación hacia la mujer ocasionando la muerte de la mujer, a ello se denomina 
feminicidio. (p. 242). 
El profesor Reátegui (2016) define al feminicidio en la legislación peruana como, 
aquel mecanismo que busca equilibrar la desventaja que existe entre las mujeres y los 
varones a consecuencia de patrones culturales, con el fin de erradicar el elevado índice de 
violencia y maltrato hacia el género femenino por razones de género; buscando una 
igualdad positiva entre ambos géneros, con el fin de erradicar creencias arraigadas en una 
determinada sociedad para que así los varones puedan ver y tratar a la mujer con los 
mismos derechos que ellos poseen. (pp. 33 y 34). 
El autor Peramato (2009), señala que la ONU define al feminicidio como la muerte 
de la mujer que se pueda dar en contexto privado y público por razones de violencia de 
género, asimismo refiere que estas muertes pueden darse en la mayoría de los casos por 
parte de sus parejas, ex parejas o familiares, es decir, el feminicidio se configura con la 
privación de la vida de aquellas mujeres en un contexto de violencia familiar. (p. 23). 
La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) define en su artículo 1 que la discriminación 
de género es toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo, que tenga por 
objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y 
la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 
• Feminicidio y la disimilitud de género.  
En los últimos años, algunos grupos sociales han venido logrando un avance en 
materia de igualdad de derechos entre varones y mujeres, ajeno a ello en aras de combatir 
toda clase de discriminación al género femenino, ha creído conveniente la actuación del 
agresivo derecho penal ya que en él se vulnera derechos fundamentales como la libertad. 
Uno de los temas más representativos de igualdad de derechos, es la violencia de 
género, la cual ha sido vinculada de forma exclusiva a las agresiones que sufren las 
mujeres por su condición de mujer, apartando por completo a los varones, quienes 
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también pueden ser víctimas de discriminación y violencia en nuestra sociedad. Ante esta 
problemática social el Estado como ya se ha mencionado líneas arriba en aras de combatir 
la violencia de género, ha tipificado el feminicidio como un delito independiente, y que 
impone una pena privativa de libertad máxima de 20 años. 
La regulación del feminicidio en nuestra legislación peruana, tiene como finalidad 
luchar contra el pensamiento antiguo y machista que existe en la sociedad, sin embargo, 
nunca hallara solución en el campo del derecho penal, dado que el machismo es un 
fenómeno social que surge por vacío educacionales y familiares, siendo la causa principal 
de violentas manifestaciones de masculinidad en contra de las mujeres; por lo que la idea 
de implementar el feminicidio como tipo penal autónomo, no combatirá los altos índices 
de feminicidio que existe en nuestro país, más aún si el derecho penal no educa, tampoco 
previene o desaparece delitos, el derecho penal no actúa ex ante, actúa ex post, por eso 
sanciona. 
• Naturaleza jurídica del delito de feminicidio. 
El tipo penal de feminicidio por su esencia, es coyuntural, porque nace y se 
incorpora como un mandato por parte del Estado, en la práctica para la eficiente lucha 
contra el delito para detener el alto índice de agresión contra el género femenino por su 
condición de tal, en la que se puede apreciar una relación de odio y desprecio hacia el 
sexo femenino.  
En ese orden de ideas, el autor Cabrera (2015), señala que el artículo ciento ocho 
incisos B de la norma penal, no castiga pensamientos o actitudes frente de la vida social, 
sino exige que la privación de la vida (muerte) del sujeto pasivo debe ser por su mera 
condición de mujeres, además sostiene el autor que el autor del injusto penal también 
puede ser otra mujer, siempre y cuando exista desprecio hacia el género femenino. (p. 
135). 
Por otra parte, el autor Salinas (2015), define al feminicidio como aquel crimen de 
odio hacia la fémina, acto que se viene desempeñando a lo largo de las etapas de la 
historia, no exigiendo en la victima un perfil único, cualidad o característica o condición 
socioeconómica. (p. 96). 
Referente a lo señalado por el autor, el precepto normativo regulado en el artículo 
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ciento ocho inciso B del código penal peruano prescribe el feminicidio como, “el que 
mata a una mujer”, por ello, aquel que realiza la acción, no necesariamente tiene que tener 
una condición singular, pudiendo ser el imputado del delito de feminicidio un varón o 
mujer, en cualquier tipo de relación con la agraviada.  
• Tipos de feminicidio. 
En un ámbito doctrinario del delito de feminicidio, se tiene que el autor Salinas 
(2015), hace referencia a los distintos supuestos en las que se puede dar el feminicidio, 
entre las más importantes encontramos, el íntimo, se da con la privación de la vida de una 
mujer cometida por un varón con quién tenía o tuvo una relación sentimental, de 
convivencia, amistad, compañerismo, relaciones labores, además, los feminicidios 
íntimos supondrían una relación de consanguineidad, legal o afectiva entre las partes. 
El feminicidio no íntimo, se da en el contexto del asesinato de una mujer por un 
varón desconocido con quién la víctima no tenía ningún tipo de relación, a modo de 
ejemplo una violación sexual que culmina en el asesinato de la víctima a manos de un 
extraño. 
Otras de las clasificaciones del delito analizado encontramos el feminicidio por 
conexión, este se da con la muerte de la mujer por parte de un varón tratando de matar a 
otra mujer, es decir, es el caso de mujeres parientes, niñas u otras mujeres que trataron de 
intervenir en un determinado ataque, pero fueron víctimas de la acción del agresor, en 
donde no existía la intención de matar o herir a la víctima. (p. 97). 
Cabe menciona, que existen muchas clases de feminicidio, tal como lo señala el 
autor Salinas Siccha, del cual se puede afirmar que el ordenamiento jurídico peruano ha 
optado por todas las clases de feminicidio, según el campo donde se efectúen los hechos 
se determinará el tipo de feminicidio. 
Un claro ejemplo de ello se da en el dictamen Comisión de la Mujer y Familia de 
la República de fecha, 03 de noviembre del 2011, estableció que la clase de feminicidio 
que frecuentemente se observa en el Estado peruano es el íntimo, en el que la partes  
poseen un vínculo afectivo, que por lo general concluye con el deceso de la víctima, 
siendo así se pude afirmar que la figura de feminicidio es un problema social de violencia 
sistemática que preocupa no solo a un Estado, sino engloba a muchos países. 
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Otros doctrinarios, como el autor Peña Cabrera (2015), le asigna una connotación 
de delitos de odio al delito de feminicidio, señalando; los llamados delitos de odio, son 
aquellos que se manifiestan a través de una ataque sistemático y generalizado, de una 
persona, teniendo como víctimas a personas pertenecientes a determinado grupo social, 
étnico, razón o género, que vienen impulsados por determinados prejuicios, estigmas; así 
en el nacionalsocialismo, en el extermino de millones de judíos, al pensarse que la raza 
área era superior y dominante hacia ella. (p. 137). 
• Tipificación del delito de feminicidio – Ley N° 30819. 
La Ley N° 30819, publicada 13 de julio de 2017, modificó el artículo 108-B del  
Código Penal Peruano (2018), el cual señala: Será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de veinte años el que mata a una mujer por su condición de tal, en 
cualquiera de los siguientes contextos:1. Violencia familiar, 2. Coacción, hostigamiento 
o acoso sexual, 3. Abuso de poder, confianza o de cualquier otra posición o relación que 
le confiera autoridad al agente, 4. Cualquier forma de discriminación contra la mujer, 
independientemente de que exista o haya existido una relación conyugal o de convivencia 
con el agente. 
La pena privativa de libertad será no menor de treinta años cuando concurra 
cualquiera de las siguientes circunstancias agravantes: 1) si la víctima era menor de edad 
o adulta mayor, 2) si la víctima se encontraba en estado de gestación, 3) si la víctima se 
encontraba bajo cuidado o responsabilidad del agente, 4) si la víctima fue sometida 
previamente a violación sexual o actos de mutilación, 5) si al momento de cometerse el 
delito, la víctima tiene cualquier tipo de discapacidad, 6) si la víctima fue sometida para 
fines de trata de personas o cualquier tipo de explotación humana, 7) cuando hubiera 
concurrido cualquiera de las circunstancias agravantes establecidas en el artículo ciento 
ocho, 8) si, en el momento de cometerse el delito, estuviera presente cualquier niña, niño 
o adolescente, 9) si el agente actúa en estado de ebriedad, con presencia de alcohol en la 
sangre en proporción mayor de 0.25 gramos-litro, o bajo efecto de drogas tóxicas, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas. 
La pena será de cadena perpetua cuando concurran dos o más circunstancias 
agravantes. En todas las circunstancias previstas en el presente artículo, se impondrá la 
pena de inhabilitación conforme a los numerales 5 y 11 del artículo 36 del presente Código 
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y los artículos 75 y 77 del Código de los Niños y Adolescentes, según corresponda. (p. 
165). 
La promulgación de la Ley N° 30819 regula en su artículo primero, el delito de 
feminicidio, del análisis del ilícito penal de delito de feminicidio se evidencia la influencia 
de criterios feminista al reconocimiento y protección de los derechos de la mujer, además 
como herramienta para proteger el bien jurídico vida de las víctimas y la lucha en contra 
de violencia de género. 
El precepto normativo de feminicidio, se evidencia que tiene la misma esencia y fin 
de un homicidio con agravantes ampliamente descriptivo en cuanto a la modalidad 
delictiva o medios comisivos, de los tres párrafos contenidos en el artículo ciento ocho 
inciso B, establece:  
El primero hace referencia a lo que el asesinato de una mujer por su género, se 
podría llamar feminicidio simple, que se produce en muchas ocasiones en un contexto de 
agresión familiar, hostigamiento, coacción, entre otros, en donde prima la discriminación 
contra el género femenino, imponiendo una pena en su extremo mínimo de veinte años 
de privación de la libertad. 
El segundo párrafo del artículo ciento ocho inciso B de la norma penal, implanta 
nuevas formas comisivas agravadas de feminicidio, teniendo en cuenta la realidad social, 
por ello el legislador ha precisado la gravedad de la pena cuando la víctima, sea menor de 
edad, se encuentre en estado de gravidez o de dependencia del agente, así también, cuando 
haya sido sometida a actos de violación sexual o actos de mutilación antes de su 
fallecimiento, por discapacidad de la víctima cuando se realice el delito, o si la víctima 
fue sometida para fine de tratas de personas. 
Cuando se realice el delito en presencia de cualquier niña, niño o adolescente, 
cuando el delito se cometiera en estado de ebriedad mayor de 0.25 gramos-litro de alcohol 
en la sangre o cuando concurran cualquiera de las circunstancias agravantes del artículo 
108. En este caso se elevará la pena en el extremo mínimo de la pena de veinticinco años. 
En el último enunciado en el artículo analizado, señala cuando el imputado realiza 




De lo antes analizado se puede evidenciar, que el tipo penal de feminicidio ha 
reformado las circunstancias y el incremento de las penas, una de las críticas de la 
regulación de feminicidio es que el sujeto pasivo tiene que tener la condición de mujer y 
que el autor sea un varón, el análisis del delito feminicidio tiene como objetivo proteger 
a género femenino frente a los hechos de violencia cometidos mayormente por los 
varones, sin necesidad que exista un vínculo sentimental de la pareja o ex pareja. 
Asimismo, el legislador en la creación de Ley N° 30819, se evidencia de forma 
desproporcionada las penas en el delito de feminicidio, originando con ello una 
desigualdad entre varones y mujeres, pues en aquellos casos donde la victima de 
homicidio sea un varón, no existe un tipo penal ni pena especifica que respalde al mismo. 
Para la determinación del bien jurídico en el delito de feminicidio, el código penal 
lo ha sido ubicado como un delito contra la vida, el cuerpo y la salud, teniendo como bien 
jurídico protegido la vida humana, más aún si el artículo dos inciso uno de nuestra carta 
suprema, sostiene que toda persona tiene derecho a la vida, 
Es más, la propia Convención de Belem Do Para, prevé implícitamente la norma 
penal que subyace al tipo penal de feminicidio cuando se establece que toda mujer tiene 
derecho a que se respete su vida. 
El derecho fundamental que tiene toda persona a la vida es indiscutible e 
incuestionable, con independencia de su status, pre o postnatal, de su capacidad o 
incapacidad de vida o de la mayor o menor calidad de vida. 
El autor Gómez (2006), señala que, el bien jurídico en todos los delitos que integran 
el Libro Segundo del Título I del Código Penal vigente es el derecho a la vida, cuya 
valoración es uniforme e igual independientemente de la valoración social que se haga de 
su titular o de la distinción de la capacidad física o mental. (p. 9). 
• Principios Constitucionales. 
Se entiende por principio, es un axioma que plasma una determinada valoración de 
justicia de una sociedad, sobre la que se construyen las instituciones del Derecho y que 




Los principios constitucionales o fundamentales, son aquellas prescripciones que 
contienen directrices generales que delimitan el alcance axiológico y político de un 
determinado orden jurídico; son verdaderas normas jurídicas y forman parte integral del 
ordenamiento jurídico constitucional y como tal tienen el alcance de “asegurar la 
permanencia y obligatoriedad del contenido material de la constitución”.  
Los principios constitucionales son preceptos con valor normativo y fuerza 
vinculante, cuya eficacia y aplicabilidad está supeditada a un desarrollo normativo 
complementario. 
• Teorías filosóficas del principio de igualdad. 
Las concepciones de igualdad y no discriminación son directrices básicas para la 
satisfacción de los derechos humanos. Por ese motivo que en el presente aparatado se 
desarrollará estos principios fundamentales para la persona humana. 
El autor Godoy (2004), manifiesta que, Locke el ser humano es libre por naturaleza, 
es un ser natural y pensante poseyendo todos los individuos libertar e igualdad, nadie 
puede ser sometida por otra persona, por ninguna razón ya se por sexo, raza, religión, etc, 
es decir no debe ser discriminando bajo ningún fundamento. Para lograr ello la persona 
humana busca leyes que le garanticen sus derechos. 
El autor Abate (1814), respecto al principio de igualdad señala que, para el filósofo 
Montesqueiu, el ser humano debe regirse por sus propios reglamentos o preceptos 
normativos, debido a que el mismo es un ser libre siempre y cuando cumpla con sus 
obligaciones, pero el filósofo señala que su libertada se encuentra restringida por otros 
poderes, esta libertad a la que se refiere Montesqueiu debe basarse en la igualdad del 
hombre. (pp. 75 y 76). 
En ese orden de ideas el autor Pérez (2007) hace mención al filósofo y pensador 
Jacques Rousseau en su obra, Contrato social, en la que señala que el derecho de igualdad 
posee dos dimensiones la primera material y la segunda formal, ambas en el derecho penal 
moderno tienen real importancia, en donde la primera de esta busca un equilibrio de 
situaciones económicas y sociales a través del derecho. (p. 79). 
Asimismo, señala Pérez (2007), que para Rousseau el derecho de igualdad material 
se sustenta en la ley, mediante esta igualdad se puede lograr la igualdad económica, 
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política y social de los seres humanos erradicando cualquier tipo de discriminación. La 
igualdad formal, también se basa en la ley, pero centra su fin en su aplicación, sin 
distinción alguna; es decir el legislador no crea normas jurídicas para cierto individuo, 
sino lo que busca es que dichos preceptos normativos se aplican a todos los individuos 
sin importar su condición social, edad, color, sexo o cualquier otra índole, pues se habla 
de una igualdad de normas para todos, lográndose así la igualdad y justicia. (p. 80). 
Para el filósofo Kant, el hombre y todo ser racional existen como un fin en sí mismo 
(dignidad) y no solo como un medio (cosa). Kant sostiene el siguiente pensamiento, obra 
de tal modo que te relaciones con la humanidad, tanto en tu persona como en la de 
cualquier otro, siempre como un fin y nunca solo como un medio, y, aquello que tiene 
precio puede ser sustituido por algo equivalente; en cambio, lo que se halla por encima 
de todo precio y, por tanto, no admite nada equivalente, eso tiene dignidad. Kant recupera 
el concepto de la dignidad del hombre, basada en la razón y no con un fundamento 
religioso. 
El autor Contreras (2005), indica que, para Kant, el hombre tiene un objetivo que 
va más allá de ser un medio, tiene dignidad humana, es decir que posee un valor intrínseco 
que las cosas no pueden tener, enfatizando que el ser humano merecer respeto.  
Para Kant el hombre tiene un valor independientemente de sus cualidades físicas, 
condición social, contexto cultural en el que se desarrolla, por el simple hecho de ser 
humano, este filósofo hace énfasis en el principio de igualdad, donde refiere que la 
dignidad de la persona no puede ser estrechada bajo ningún motivo, donde todos los 
hombres al poseer dignidad, comparten un mismo valor, son iguales e irremplazables. (p. 
107). 
El autor Contreras (2015), menciona respecto a la igualdad que, para Kelsen, los 
preceptos normativos creados por el legislador de un Estado, se ajusta al principio de 
igualdad, por razones lógicas, debido a que la creación de la norma jurídica debe respetar 
la libertad, garantías de la persona, buscando el cumplimiento de la igualdad del 
individuo, es decir, lo que quiere explicar Kelsen es que la justicia se encuentra contenida 
en la norma. No existe ningún otro elemento que garantice la justicia. 
 El problema con la teoría de Kelsen, es que no existen normas universales que 
puedan regular y resolver los problemas de las personas de forma individual. (p. 112). 
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Expone el autor Bobbio (1993), refiere que la igualdad, justicia y libertad a pesar 
de ser términos diferentes con significados distintos, son complementarios entre sí, siendo 
la libertad un fin individual del individuo, la justicia se aplica de manera colectiva y la 
igualdad contiene tanto lo individual como lo colectivo. (pp. 54 y 57). 
• Principio constitucional de igualdad. 
Acera del principio de igualdad lo que se debe entender de éste es medir la 
legitimidad o ilegalidad de una desigualdad jurídica de trato entre el varón y mujer que 
conviven en una determinada sociedad, es decir, el principio de igualdad nos ayuda a 
buscar un equilibrio en condiciones para toda persona, con el fin de evitar la desigualdad 
jurídica en una determinada sociedad. 
El autor Ruiz (2003), sostiene que, desde el ámbito jurídico, el derecho a la igualdad 
que cada sujeto posee hace referencia en que ambas sin distinción alguna, son titulares de 
los mismos derechos y obligaciones establecidas en un determinado Estado, por lo que la 
igualdad ante la ley implica que el Estado debe reconocer los mismos derechos 
fundamentales, independientemente de la diferencia entre los titulares. (p. 44). 
De acuerdo a Martínez (2016), refiere que el hablar de igualdad en un lenguaje 
político es emotivo de carácter positivos, es decir define algo que se desea, asimismo, es 
una condición necesaria para que se realicen otros valores, buscando que cada medida sea 
justa para toda persona. (pp.79 y 80). 
Los autores Frexies y Sevilla (2005), señalan que la igualdad como un valor, una 
condición ideal de la vida social del hombre, que debe ser cumplida por todos los poderes 
públicos de una determinada sociedad. (p. 217). 
Para Pérez (2017), la igualdad se entiende como un valor y una condición, para que 
un determinado Estado tenga certeza del cumplimiento de este derecho, es relevante 
observarla dentro de una sociedad para verificar si existe o no, en definitiva, se puede 
definir el principio de igualdad como el valor mediante el cual se determina ciertos hechos 
iguales en la cual se procura sean tratadas de igual forma y que situaciones distintas sean 




• Nociones genéricas sobre la igualdad. 
El derecho fundamental de igualad surge en la Revolución Francesa y Americana, 
el cual tuvo como objetivo que de manera inicial la ley sea vinculante y obligatorio para 
toda persona sin ningún tipo de distinción social. 
Que, con el acta de independencia de los Estado Unidos de fecha, 04 de julio de 
1976, se estableció que todos los hombres han sido creados iguales, es decir, se determinó 
la igualdad general entre varones y mujeres, de manera que se podía decir que la mujer y 
el varón poseen los mismos derechos y obligaciones.  
Otro acontecimiento histórico fue la Declaración de los derechos del hombre y del 
ciudadano, de fecha 1789, mediante la cual se prescribió en su artículo uno que toda 
persona humana nace y vive libre e iguales en derechos, permitiéndose las distinciones 
sociales solo cuando es de utilidad sociales, además, esta declaración hace énfasis que las 
personas poseen por naturaleza propia desde su existencia el derecho de igualdad 
debiéndose respetar los unos a los otros. 
Dicho de otra manera, el derecho de igualdad ha quedado subsumido dentro del 
principio de legalidad, donde se consideraba como iguales a los individuos aquellos que 
la ley considera como tales y diferentes aquellos otros que la misma ley lo hacía 
diferentes; a ello se le conoce como igualdad formal. 
El autor García (2008), nos habla que el derecho de igualdad ante la ley regulada 
en la constitución política, prescribe que todas las personas deben ser tratadas de manera 
semejantes, descartando cualquier tipo de discriminación, pues este derecho tiene relación 
con el fin proteger la dignidad de roda persona, ya que este es el fin supremo de Estado, 
sin embargo este derecho no es absoluto dado que también se permite la diferenciación 
siempre que existan fundamentos razonables para permitir un trato distinto. (p. 183). 
En ese sentido, el derecho de igualdad, es de aplicación universal para todos, 
incluyendo a los poderes públicos, pues exige un trato homogéneo aquellos sujetos que 
se encuentren en las mismas condiciones y a tratar de manera desigual a las personas que 
se encuentren en circunstancias diferentes, debiendo ser este un trato legítimo el que debe 




Por otro lado, García (2008), nos dice acerca del derecho a la igualdad, es un 
reconocimiento inherente de cada persona derivado de su naturaleza, que consiste en ser 
tratado igual que los demás en función de hechos, situaciones o acontecimientos 
coincidentes; por tal, deviene en el derecho subjetivo de obtener un trato igual y de evitar 
los privilegios y las desigualdades. (p. 114). 
La igualdad también se relaciona con el contenido de los preceptos normativos 
establecidos en un determinado ordenamiento, el cual se refiere que el legislador está 
prohibido establecer lineamientos diferentes cuando no existan suficientes razones para 
realizar dicha diferenciación, en ese sentido, el Estado debe prever que las normas 
elaboradas no posean tratos diferenciados irrazonables, pues se estaría contraviniendo el 
derecho fundamental de igualdad consagrado en nuestra constitución. 
En ese panorama determinamos que, en nuestra temática materia de investigación, 
el legislador a través del delito de feminicidio regulado en el artículo 108-B ha establecido 
de manera desproporcionada penas excesivas aquel sujeto que mata a una mujer, penas 
que no se imponen cuando la víctima es varón ocasionando así la vulneración al derecho 
de igualdad material regulada en nuestra Constitución. 
El Tribunal Constitucional ha establecido en el expediente N° 02837-2010, respecto 
a la igualdad que, es un derecho humando primordial consagrado en la norma suprema 
del Estado, tipificado en el artículo dos, resaltando que nadie debe ser discriminado por 
ningún motivo, éste derecho no consiste en la facultad de las personas para exigir un trato 
igual a lo demás, sino, en ser tratadas de la misma forma de quienes se encuentren en una 
situación idéntica. (cfr. STC Exp. Nº 02835 – 2010 – PA/TC). 
Ahora se puede decir que, el derecho fundamental de igualdad posee dos facetas, la 
primera es la igualdad ante la ley, la cual refiere que la ley debe aplicarse por igual a cada 
persona, sin importar condición, sexo, raza, pues solo es necesario que se encuentren en 
la mismo supuesto de la norma, la segunda es la igualdad material, el cual hace énfasis en 
la igualdad de trato entre varones y mujeres. (Sentencia del TC Expediente Nº 02835 – 
2010 – PA/TC). 
La igualdad formal es entendida como la manifestación del principio de igualdad 
de trato, es decir, lo que se busca es que exista, igualdad en la ley, ante la ley, contenido 
de la ley, aplicación de la ley y el mandato de no discriminación. 
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Como se ha dicho, la igualdad formal, busca que exista un trato igualitario entre las 
personas, este derecho se dirige al legislador, debido a que este se encarga de regular 
diversas situaciones fácticas, debiendo reprimir cualquier tipo de discriminación. 
Por otra parte, el principio de igualdad en la aplicación de la ley, nos dice que los 
órganos estatales deben aplicar el derecho al varón y mujer reprimiendo cualquier acto 
discriminatorio, en caso sean sustancialmente iguales. 
Asimismo, referente a la igualdad en el contenido de la ley, este principio tiene 
relación al ámbito de igualdad ante la ley, debido a que enfoca en el contenido mismo de 
la norma, estableciendo un límite a los legisladores cuando opten por distinciones al crear 
las leyes, los cuales debe fundamentar jurídica y racional el motivo de su decisión, 
resaltando que las distinciones que señala la propia les entre personas es por razones 
objetivas y sensatas. 
Según el doctrinario Bautista (2002), sostiene que, la igualdad formal consiste en 
la igualdad ante la ley, parte del presupuesto de tratar a todas las personas por igual se 
basa en que tanto hombre como mujeres deben ser tratados por el derecho o a través de la 
ley de forma igualitaria tanto varón como mujeres tienen las mismas oportunidades que 
los hombres y los mismos derechos. (p. 18).  
El autor Pérez (2017), señala que, la igualdad ante la ley tuvo sus orígenes en la 
revolución francesa, donde la ley deberá ser la misma para todos sin ninguna distinción, 
pues se deberá aplicar la misma para todos, así como se protege se castiga. 
La igualdad formal, se vincula con la teoría planteada por el filósofo Aristóteles, 
quien señaló que toda ley deber ser igual para todos, a su vez, el filósofo Platón sostuvo 
que las mujeres deben cumplir las mismas tareas que los hombres, este autor, propone un 
plano igualitario para ambos sexos conforme a sus capacidades. 
 La igualdad formal es insuficiente, pues la igualdad ante la ley no es la solución a 
la desigualdad que existe en una sociedad. Cada individuo tiene diferentes necesidades y 





• La igualdad material y el principio de no discriminación. 
Los autores Malgesini y Giménez (2000), definen la discriminación como, la 
facultad o el derecho de dar un trato de inferioridad a ciertos individuos o grupos basado 
en su pertenencia a razas diferentes y fundado teóricamente, por lo general, es la creencia 
en la superioridad biológica hereditaria al grupo racial discriminado de características 
innatas ínfimas y despreciables. (p. 107). 
El autor Barrere, manifiesta que, la expresión discriminación a la inversa es 
utilizada originariamente en Estados Unidos, para designar medidas de acción positiva 
tachadas de inconstitucionales, ya que no protegen a todos los individuos, sino a 
determinado grupo o minorías con características especiales. (p. 20). 
Asimismo, los doctrinarios Hopenhayn y Bello (2001), señalan que la 
discriminación consiste en negar el origen de una cultura e identidad del otro que 
constituye una estructura de discriminación étnico-racial en torno al cual se adhiere, con 
mayor facilidad, la exclusión que adviene en las dinámicas de modernización. (p. 9). 
De las definiciones antes señaladas se tiene que los autores resaltan que la 
discriminación es entendida como aquel trato diferenciado entre personas, sea varón o 
mujer, que se encuentran en situaciones semejantes, otorgándole un mejor trato a uno que 
a otro, vulnerando los derechos fundamentales del discriminado, asimismo en la 
discriminación se evidencian muchos elementos que se dan en el ámbito de 
discriminación como exclusión, restricción, género, raza, etnia, edad, religión, estado 
civil. 
Por otro lado, se encuentra la igualdad real o material, Bautista (2002) indica que, 
no se basa en la ley, sino en la condición de las personas, es decir, persigue colocar al ser 
humano en condiciones materiales de igualdad, no solo ante la ley, sino que va mucho 
más allá de la norma y el derecho. La Igualdad Real o Material supone que es necesario 
tratar a las personas por desigual para alcanzar la igualdad y lo justo. (p. 18 y 19). 
La igualdad real o material tiene que ver con el contexto social, político y 
económico en la que vive el sujeto, teniendo relevancia el estilo de vida, costumbres, 
condición social y económica, esta igualdad no plantea crear un plano de igualdad 
universal para todos los sujetos, como lo es la igualdad formal, por el contrario, aplica la 
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igualdad a través de la necesidad de cada uno. 
Para usar esta igualdad material, es indispensable que exista desigualdad, la cual se 
basa en el estilo de vida que posee cada persona, sea por su condición social, económica, 
cultural lo que los hace desiguales y es allí en donde se vale la igualdad real para ser 
aplicada de acuerdo a esas diferencias, no se trata de igualar a nadie, sino de establecer el 
trato igual de acuerdo a las condiciones particulares que cada quien requiere para 
satisfacer sus peticiones y necesidades, es decir la igualdad entre iguales. 
El principio de no discriminación va aparejado con el principio de igualdad, su 
naturaleza se basa en el ser humano como individuo, quien posee características propias, 
irrepetible frente a otros, este principio, tiene centra su objetivo en los tratos diferenciados 
entres las personas o un determinado grupo, así como la protección a la dignidad e 
integridad del ser humano, así como la defensa de los derechos fundamentales. 
Las acciones afirmativas se pueden definir como aquellas destinadas a erradicar la 
desigualdad y eliminar las iniquidades de determinado grupo de individuos vulnerables 
en una sociedad, teniendo con fin crear igualdad de condiciones y oportunidades de cada 
persona sin distinción alguna. Las personas que no son objeto de discriminación, deben 
reconocer a los grupos vulnerables en un plano de igualdad, estas medidas intentan 
erradicar la desigualdad más que la discriminación. 
En el Expediente N° 00606-2004-AA/TC. F.J., emitido por el Tribunal 
Constitucional señalo que, la igualdad en su dimensión material, supone no solo la una 
exigencia negativa, es decir la abstención de tratos discriminados, sino, una exigencia 
positiva por parte del Estado que se inicia con el reconocimiento de la insuficiencia de los 
mandatos prohibitivos de discriminación y la necesidad de equiparar situaciones 
desiguales. 
En relación con la igualdad por diferenciación, la cual se encuentra 
constitucionalmente permitida, señalando que no todo trato desigual es discriminatorio, 
es decir, se estará frente a una diferenciación cuando el trato desigual se funde en causas 
objetivas y razonables, por el contrario, cuando esa desigualdad de trato no sea ni 
razonable ni proporcional, estaremos frente a una discriminación, y por tanto frente a una 
desigualdad de trato constitucionalmente intolerable. (Exp. N° 00048-2004-AI/TC. F.J, 
pp. 60 y 62). 
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Asimismo, el derecho de igualdad, en efecto, no solo se proyecta prohibiendo 
tratamientos diferenciados, sin base objetiva y razonable, en el contenido de una fuente 
formal de derecho, sino también en el momento de su aplicación, se debe aplicar por igual 
a todo sujeto que se encuentre en una misa situación. 
Por tanto, las diferenciaciones basadas en condiciones personales o sociales de sus 
destinatarios, salvo que en estas se encuentren estipuladas en la misma norma, obliga a 
las entidades públicas de un determinado Estado a no aplicar la ley de una manera distinta 
a aquellas personas que se encuentre en situaciones similares, debiendo aplicar dicha 
norma de igual manera para todos. 
Otro punto que debe analizarse es si el supuesto de hecho acusado de discriminación 
es igual o diferente al supuesto de hecho que sirve de término de comparación, de ser 
igual la medida legislativa, que contiene un trato diferente es inconstitucional por tratar a 
dos supuestos de hecho que son similares. 
Son varios los pactos, convenios, tratados, cumbres, declaraciones, que han sido 
elaboradas, las cuales tiene como objetivo lograr el respeto de derechos humanos, dentro 
de ellos encontramos el principio de igualdad y nos discriminación, los cuales sirven con 
directrices en las relaciones de pareja y familiares, es así en los años cuarenta se 
implementó mecanismos teniendo como objetivo la igualdad y no discriminación entre 
varón y mujer. 
Dicho lo anterior, la Carta de las Naciones Unidad, fue el primer instrumento que 
menciona diversos mecanismos para gestionar el derecho de igualdad, además la 
erradicación de discriminación por razón de sexo, pudiéndose señalar que fue el inicio de 
la internacionalización de los Derechos Humanos. Es por esto que, la difusión de esta 
herramienta es esencial para reconocer la igualdad y los derechos inherentes al ser 
humano, sin distinción de sexo, es el sustento para la libertad, justicia y la paz en el 
mundo, fundamento que se estipula en su Prólogo, al rectificar su esperanza en los 
derechos inherentes de hombres y mujeres. 
En ese sentido, la Carta de las Naciones Unidas, no solo estipula los principios entre 
particulares, sino además exhorta a los gobiernos de cada Estado a lograr el cumplimiento 
del objetivo de la Carta de las Naciones Unidas, pedido que se encuentra en el artículo 
55° el cual señala que, en el ánimo de propiciar condiciones estables  y concordes entre 
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las naciones, se deben de fijar determinados aspectos para promover el principio de 
igualdad, por lo que este instrumento se puede catalogar de innovador para la fecha de su 
promulgación, si bien, el lenguaje utilizado no contemplaba en ningún de sus puntos de 
uso no sexista. 
Años después, la Declaración Universal de los Derechos Humanos fue y sigue 
siendo un referente, en relación al reconocimiento y aplicación del principio de igualdad 
y así, ya en su preámbulo, se considera que la libertad, la justicia y la paz en el mundo 
tiene por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana. 
De forma más explícita, se refleja la igualdad entre varones y mujeres en el artículo 
2 inciso 1° de la misma que, tal vez, sea el inicio de la incorporación en los textos del 
principio de igualdad, reafirmándose en el artículo 7°, en especial la protección hacia 
cualquier persona por motivos de discriminación en la forma que sea. 
En resumen, la Declaración de los Derechos Humanos, marca un avance 
significativo en la materia, propiciando una “teórica” igualdad entre mujeres y varones, 
ya que en la misma se contemplan reiteradamente ciertos derechos bajo el rubro de 
“personas”, no excluyendo explícitamente al colectivo de las mujeres, aunque tampoco 
utiliza un lenguaje incluyente para las mismas, por lo que cabe criticar que la redacción 
utilizada tiene múltiples connotaciones sexistas.  
El delito de feminicidio no solo ha sido regulado en la legislación peruana, varios 
Estados han creído conveniente en base a su realidad social regular el mismo con el fin 
de erradicar toda forma discriminatoria hacia el género femenino, pero ello en base a los 
pilares del derecho, como sus principios y dogmas jurídicas, es por ello que se analizará 
la legislación del feminicidio en los siguientes países. 
En la legislación de Chile se utilizó el término feminicidio a nivel social y político 
se utilizó en los movimientos feministas a inicios de la década, para mencionar la muerte 
de mujeres que hasta entonces la sociedad y los medios de comunicación los denominaban 
crímenes personales, originando la iniciativa de prescribir este ilícito penal en la 




En ese sentido esta iniciativa legislativa se justificaba que entre los ilícitos que más 
temor producen en la comunidad, están aquellos que, en el plano familiar tienen por 
víctimas a mujeres, en un contexto de relaciones de parejas, es decir chile recoge el 
feminicidio íntimo, en los supuestos cometidos por el cónyuge o conviviente (actual o 
pasado) de la agraviada. 
Esta figura delictiva ha sido incorporada en el delito de parricidio, regulado en el 
artículo 390 del cuerpo penal chileno el mismo que refiere que conociendo las relaciones 
que los liguen mata a su padre, madre o hijo, sean legítimos o ilegítimos o quién es o ha 
sido su cónyuge o su conviviente, será castigado como parricida, con una pena de presidio 
mayor en su grado máximo a muerte. es decir, de 15 años y un día a la muerte. 
Asimismo, el mencionado artículo refiere que, si la víctima es o ha sido cónyuge o 
la conviviente del autor, el delito tendrá el nombre de feminicidio, es decir que si la 
víctima de asesinato es mujer y tiene vínculo de cónyuge o conviviente actual o pasado 
se denominara feminicidio, no incorporándose un título o capítulo en el código penal. 
El feminicidio chileno a diferencia de Perú solo incluye un cambio de 
denominación en los hechos de parricidio cuando la víctima sea una mujer, debido a que 
se asigna la misma penalidad tanto a varones como mujeres, es decir se sancionan de 
forma igualitaria tanto al varón que mate a una mujer como de la mujer que asesine a un 
varón, asimismo, no distingue sustancialmente la violencia de género contra las mujeres 
de cualquier otra violencia en el ámbito familiar. 
Otro país que ha creído necesario regular el tipo penal de feminicidio es Costa Rica, 
quien en el año 1990 y 1999 grupos activistas realizaron una investigación exhaustiva de 
los feminicidios cometidos en el mismo, convirtiéndose en el primer país de 
Latinoamérica en mencionar esta figura penal, dentro de este contexto el delito de 
feminicidio prescrito en este Estado se comente en su gran mayoría en el ámbito de una 
relación sentimental y familiar. 
Es por ello que Costa Rica en el año 1999 regulo en su artículo 31 la figura de 
feminicidio, señalando que aquella persona que tenga una relación de poder o confianza 
con la víctima mujer mayor de edad da muerte a la misma deberá se sancionado con una 
pena de quince hasta veintidós años, hay que advertir que, si la conducta típica se realiza 
con ensañamiento, alevosía la pena debe ser de veintidós a cincuenta años. 
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De lo antes mencionado cabe mencionar, que la regulación del delito de feminicidio 
en Costa Rica generó mucha controversia y debate entre los doctrinarios del derecho penal 
y constitucional, llegando al punto de que la sala colegiadora constitucional refiera que el 
artículo 31° poseía características discriminatorias por únicamente crear una ley que 
sancione la violencia contra la mujer, declarando inconstitucional la misma. 
Sin embargo, en marzo del 2007 se tipifico en el artículo 21° de la Ley especial el 
delito de feminicidio en la legislación costarricense, expresando que quien asesine a una 
mujer con la que mantenga una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o 
no, se le impondrá una pena de veinte a treinta y cinco años. 
Haciendo una comparación de la regulación del feminicidio regulado en la norma 
costarricense y nuestra legislación, se observa que el delito de feminicidio prescrito en el 
artículo 21° supone una leve ampliación del homicidio calificado por parentesco y en 
cuanto a la pena se sanciona el feminicidio con la misma pena que corresponde al 
homicidio calificado previsto en el artículo ciento doce del código penal. 
A diferencia de nuestra legislación en Costa Rica se aplica el mismo rango de pena 
tanto al marido que mata a su cónyuge como a la mujer que mata a su marido, situación 
fáctica que no sucede en la legislación peruana, pues se aplica penas muy distintas siendo 
mas graves para el varón que asesina a una mujer. 
La Ley de Nicaragua ha creído conveniente tipificar el feminicidio en una ley 
especial en lo penal, no incorporando el mismo en la norma penal nicaragüense, esta es 
una ley general cuyo tratamiento es la violencia contra las mujeres buscando prevenir la 
violencia contra la mujer en un contexto público y privado, no restringiendo su aplicación 
a la violencia intrafamiliar o doméstica. 
El delito de femicidio regulado en la legislación de Nicaragua a diferencia de 
nuestra legislación, es que esta regula el mismo en dos contexto público y privado, 
regulando distintas penas, en el primero es una pena de quince a veinte años, en el privado 
de veinte a veinticinco años, regulación que la peruana no recoge.  
Formulación del problema. 
¿Las penas tipificadas en el delito de feminicidio vulnera el derecho fundamental 
de igualdad material entre varones y mujeres? 
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Justificación del estudio. 
La presente investigación teóricamente reviste especial importancia ya que busca 
analizar la desigualdad de penas en el caso de feminicidio y homicidio, donde la víctima 
es mujer o varón, debido a que en la realidad se impone penas más gravosas al imputado 
que asesine a una mujer por su condición de tal,  sustentándose en el análisis del derecho 
fundamental de igualdad entre varones y mujeres, bajo el cual el sistema de justicia de 
nuestro país debe de actuar sin distinción alguna; sin embargo dadas las características 
actuales de nuestra sociedad con la finalidad de proteger el bien jurídico de vida en el 
caso de homicidios hacia mujeres, los legisladores han creado el precepto normativo de 
feminicidio, contemplada en la Ley N° 30819 “Ley que modifica el Código Penal y el 
Código de los Niños y Adolescentes, el cual en su artículo primero tipifica el delito de 
feminicidio, imponiendo penas que evidencia una discriminación, desigualdad y 
desproporcionalidad en las penas entre el varón y mujer. 
El aporte de este estudio busca determinar jurídicamente porque la pena de 
feminicidio vulnera el derecho fundamental de igualdad entre varones y mujeres. 
Justificándose así porque en la realidad existe una necesidad de determinar si la sanción 
señalada en el delito de feminicidio vulnera el principio de igualdad material. Asimismo, 
el presente estudio busca proponer proporcionalmente penas iguales en el caso de 
homicidio, donde la victima puede ser un varón o mujer. 
Hipótesis. 
La pena tipificada en el delito de feminicidio vulnera el derecho fundamental de 
igualdad material entre varones y mujeres por ser desproporcionada. 
Objetivos. 
Objetivo general. 
Determinar si las penas del delito de feminicidio tipificado en el artículo 108-B del 






1. Conocer el contenido del derecho fundamental de igualdad material. 
2. Contrastar la tipificación y la regulación de la pena en los delitos de feminicidio 
y el homicidio. 
3. Examinar las sentencias en los casos de feminicidio en relación al delito de 
homicidio. 





























2.1. Tipo y diseño de la investigación. 
El diseño de Investigación usado es no experimental. Según Karl (2005), indica 
que: “es aquel que se realiza sin manipular deliberadamente variables, se basa 
fundamentalmente en la observación de fenómenos tal y como se dan en su contexto 
natural para después analizarlos”.   
Esto quiere decir que no se da la manipulación o injerencia por parte del científico 
o investigador en las variables, puesto que solo se realiza un análisis empírico de lo que 
ya sucedió, es decir de algo que ya ocurrió como un hecho post facto, así también esta 
investigación se da en la observación de fenómenos para llegar a una conclusión, cabe 
precisar que en este diseño de investigación no se puede cambiar o variar los resultados 
que arrojen por el simple motivo que se han dado en su contexto natural.  
Un dato importante en este modelo de investigación no experimental no hay 
condiciones o estímulos a los cuales se expongan sujetos de estudio, los sujetos van a ser 
observados en un ambiente natural y dependerá en que se va centrar la investigación. 
Hernández (2005) enseña que el diseño no experimental se clasifica en: 
Longitudinales: son estudios que recolectan datos en diferentes puntos, a través del 
tiempo para realizar inferencias acerca del cambio sus determinantes y consecuencias.  
Transeccional o Transversal: investigaciones que recopilan en un solo momento y 
en un tiempo único. Su propósito es describir variables y analizar su incidencia o 
interrelación en un momento dado, como por ejemplo describir comunidades, eventos, 
fenómenos o contextos.  
Dentro de este marco existen tipos de diseños transaccionales tales como: el 
descriptivo donde se recolecta datos sobre cada una de las categorías, conceptos, 
variables, contextos y reportan los datos que obtienen que describe vinculaciones y 
asociaciones entre categorías, conceptos o variables y establecen procesos de causalidad 
entre esos términos. Hernández (2005) El diseño de la investigación es no experimental, 
pues según refieren Hernández, Fernández, y Baptista (2014) el estudio se basa en 
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observar fenómenos en su contexto natural, para posteriormente analizarlos, por lo que 
no se generará ninguna situación sino que se observan las ya existentes, dado que las 
variables independientes ocurren y no es posible su manipulación ni influencia por parte 
del investigador, debido a que éstas previamente ya sucedieron y sus efectos incluso ya 
han sido desplegados.  
Ahora bien, dentro de los tipos de investigación no experimental, se encuentra el 
método descriptivo, el cual según refiere Niño (2011) describe la realidad objeto de 
estudio, y permite especificar cualidades, características, rasgos de un fenómeno pero en 
un determinado tiempo , y en ese mismo sentido Hernández, Fernández, y Baptista (2014) 
afirman que lo que se pretende es medir o recoger información de las variables, de esta 
manera no busca indicar cómo se relacionan y su utilidad radica en que muestran con 
precisión los ángulos o dimensiones de un fenómeno, suceso, contexto o situación.  
El tipo de diseño no experimental, permite la aplicación de los instrumentos de 
recolección de datos, en este caso la encuesta de opinión, la cual permite la aplicación y 
recolección simultanea de datos en un determinado espacio y tiempo, ya que estamos ante 
una investigación descriptiva explicativo que permite entender la sintaxis teóricas y 
doctrinarias con las observaciones realizadas en el trabajo de campo. 
En la presente investigación se va aplicar esta clase de diseño no experimental, 
porque se va a recopilar datos, sobre la problemática que trae consigo la imposición de 
penas más altas a quien mata a una mujer y penas menores a quien mata a un varón por 
razones de odios, generando la vulneración de derecho fundamental de igualdad material 
entre varones y mujeres, a partir de ello se va a recopilar información, siguiente se 
describirá y analizará determinadas variables para llegar a una conclusión. 
2.2. Operacionalización de las variables. 
Behar (2008), las variables son entendidas como cuestiones que pueden ser 
examinadas por un grupo de investigadores, o personas que tengan conocimientos sobre 
el tema investigado, asimismo, se puede decir que una variable presenta distintas 





Variable Independiente: Derecho Fundamental de igualdad. 
“Toda persona tiene derecho, a la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado 
por motivo de origen, sexo, raza, religión, opinión, condición económica o de cualquier 
otra índole. La igualdad ante la ley, hay que confrontarla en la praxis con la llamada 
Igualdad real; lo que se traduce en la verificación efectiva de todo aquello que la primera 
enuncia. Se trata de comprobar de qué manera se cumple, en concordancia con una serie 
de factores de naturaleza económica, social y cultural.  
Es obvio que la desigualdad real evidentemente influirá en la materialización de los 
alcances y contenido de la ley. La Igualdad como derecho es percibida como una facultad 
exigible de manera personal o general, a través de la cual las personas deben ser tratadas 
de manera homóloga, tanto en el contenido de las leyes como en las aplicaciones de éstas, 
siempre que no existan razones fundadas para un trato disímil”. 
Variable Dependiente: La pena del delito de feminicidio regulado en el artículo 108-
B del Código Penal. 
“Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de veinte años el que mata 
a una mujer por su condición de tal, en cualquiera de los siguientes contextos: 
 
1. Violencia familiar. 
2. Coacción, hostigamiento o acoso sexual. 
3. Abuso de poder, confianza o de cualquier otra posición o relación que le 
confiera autoridad al agente. 
4. Cualquier forma de discriminación contra la mujer,      
5. independientemente de que exista o haya existido una relación conyugal o 
de convivencia con el agente. 
La pena privativa de libertad será no menor de treinta años cuando concurra 
cualquiera de las siguientes circunstancias agravantes: 
 
1. Si la víctima era menor de edad o adulta mayor. 
2. Si la víctima se encontraba en estado de gestación. 
3. Si la víctima se encontraba bajo cuidado o responsabilidad del agente. 
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4. Si la víctima fue sometida previamente a violación sexual o actos de 
mutilación. 
5. Si al momento de cometerse el delito, la víctima tiene cualquier tipo de 
discapacidad. 
6. Si la víctima fue sometida para fines de trata de personas o cualquier tipo 
de explotación humana. 
7. Cuando hubiera concurrido cualquiera de las circunstancias agravantes 
establecidas en el artículo 108. 
8. Si, en el momento de cometerse el delito, estuviera presente cualquier 
niña, niño o adolescente. 
9. Si el agente actúa en estado de ebriedad, con presencia de alcohol en la 
sangre en proporción mayor de 0.25 gramos-litro, o bajo efecto de drogas 
tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas. 
La pena será de cadena perpetua cuando concurran dos o más circunstancias 
agravantes. 
En todas las circunstancias previstas en el presente artículo, se impondrá la pena de 
inhabilitación conforme a los numerales 5 y 11 del artículo 36 del presente Código y los 
artículos 75 y 77 del Código de los Niños y Adolescentes, según corresponda.”. 
Operacionalización. 







Fundamental de  
Igualdad. 
Perspectiva de los 
especialistas en derecho 
sobre el artículo 2° 
numeral 2 de la 
Constitución Política del 
Perú. 
Entrevista a abogados 
especialistas en derecho  
constitucional sobre la 
vulneración del derecho 
constitucional de igualdad 
entre la tipificación del 
delito de feminicidio. 
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Tipo penal de 
feminicidio 
Pena privativa de libertad 
no menor de 20 años hasta 
cadena perpetua frente a 
hechos de homicidios. 
Entrevista a especialistas 
de derecho sobre la 
tipificación de la pena en el 
delito de feminicidio del 
artículo 108-B del Código 
Penal 
            Fuente: Elaboración propia. 
2.3. Población y muestra. 
Niño (2011) afirma que, para que exista una alta confianza en una investigación se 
debe aplicar la técnica del muestreo, mediante la cual se determina y calcula la muestra 
de una población dentro del criterio de asegurar su confiabilidad necesaria para adelantar 
una investigación.  
En el presente caso se hará uso del muestreo probabilístico en su vertiente de 
muestreo simple al azar o muestreo aleatorio simple con el fin de determinar la muestra 
de la misma investigación, y según refiere Niño (2011), la muestra se elige al azar, bajo 
el principio de que todas las unidades deben tener la misma posibilidad de ser escogidas, 
mediante una estrategia que evite la influencia de las preferencias y deseos del 
investigador.  
En el presente trabajo de investigación la población estará constituida por 11 
operadores del derecho, se seleccionaron 04 Fiscales Penal de la Fiscalía Corporativa del 
distrito judicial de Piura, asimismo 01 a Juez Penal de la Investigación Preparatoria del 
distrito judicial de Piura, como también 03 asistentes en función fiscal de la Fiscalía 
Corporativa Penal del distrito judicial Piura y 03 abogados docentes especialistas en 
derecho constitucional de la Universidad César Vallejo de Piura. 
Se ha establecido la cantidad de 11 informantes debido a que son especialistas en 
el tema de investigación, los cuales aportarán datos relevantes para la presente 
investigación.          
 






2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad. 
Técnicas 
Palella y Martins (2012) afirman que cuando se realiza el contacto directo con la 
realidad objeto de investigación, se hace necesario de la utilización de técnicas o 
instrumentos de recolección de datos, entre los cuales se encuentra la observación, que 
permite percibir los hechos directamente, tal como ocurren naturalmente, sin ninguna 
intermediación.  
Además de la observación en la presente investigación se hará uso de la encuesta, 
siendo según Palella y Martins (2012) en el caso de la entrevista permite la recolección 
de datos mediante un instrumento en el que se emplea un listado de preguntas escritas que 
se entregan a los sujetos.  
El instrumento fue diseñado por el investigador del presente proyecto de tesis 
conforme a los lineamientos establecidos por la operacionalización de las variables, 
partiendo de la observación que se ha realizado en el proceso mismo del desarrollo del 
estudio; es así que se diseñó y aplicara una encuesta dirigida a los operadores del derecho. 
La validación se ha determinado a través de la técnica del juicio de experto, 
constando en la presente investigación un documento denominado constancia de 
validación; el cual inicia con los datos del especialista, después la guía de pautas y 
cuestionario, que se dividen en nueve ámbitos, primero la claridad, segundo la 
objetividad, tercero la actualidad, cuarto la organización, quinto la suficiencia, sexto la 
intencionalidad, sétimo la consistencia, octavo la coherencia y noveno la metodología; en 
donde el especialista después de realizar las observaciones pertinentes, formula las 
apreciaciones divididos en cinco niveles, siendo deficiente, aceptable, bueno, muy bueno 
y excelente. Finalmente firmar la constancia en señal de culminación del proceso. 
La entrevista se dirigió a los especialistas estuvo conformada por preguntas que 
han sido formuladas de acuerdo a los objetivos planteados en el temas de investigación 
teniendo como contenido las penas reguladas en el delito de feminicidio, para que así se 
pueda determinar que existe una vulneración al derecho fundamental de igualdad material 
respecto a las penas reguladas, en los casos en que la victima de asesinato sea un varón, 
para que se incorpore un supuesto donde se apliquen las mismas penas del feminicidio 





Instrumentos de recolección de datos. 
El instrumento fue diseñado por el investigador del presente proyecto de tesis 
conforme a los lineamientos establecidos por la operacionalización de las variables y 
tomando como punto de partida la observación que se ha realizado en el proceso mismo 
del desarrollo del estudio; es así que se diseñó y aplicara una entrevista dirigida a 
abogados especialistas. 
 
Validez y confiabilidad. 
La constancia de validación, el cual se inicia consignando los datos del 
especialista, siguiendo la guía de pautas y cuestionario, y estos se dividen en nueve 
ámbitos, que son la claridad, objetividad, actualidad, organización,  suficiencia, 
intencionalidad, consistencia, coherencia y metodología; el especialista deberá responder 
tanto preguntas de marcar con sheck las apreciaciones en muy satisfactorio, satisfactorio, 
bueno, regular y malo así como preguntas de escribir su respuesta de manera abierta de 
acuerdo a su criterio y opinión, al terminar la constancia de validación coloca su: 
“nombre, DNI, especialidad, e-mail y finalmente su firma”. 
2.6. Métodos de análisis de datos. 
Se aplicará el método hermenéutico, siendo que, Niño (2011) señala que es 
fundamental para cualquier estudio acerca del hombre en el sentido de que es una 
característica del propio fundamento del hombre y, por ende, insuprimible pues la 
hermenéutica debe estar en la base y en el fundamento de toda teoría acerca del ser 
humano, siendo considerada como el corpus de la investigación, que se ocupa de la 
interpretación, el cual intenta poner al descubierto el sentido original de los textos.  
Entonces se tendrán tres pasos: primero es la selección de la información para 
distinguir lo que sirve de aquello que es desechable; después es la triangulación del marco 
teórico como acción de revisión y discusión de manera reflexiva de la literatura 
especializada, actualizada y pertinente sobre la temática abordada; y por último la 
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interpretación de  la información que constituye en sí misma el momento hermenéutico 
propiamente tal, donde se construye conocimiento nuevo en esta opción paradigmática. 
2.7. Aspectos éticos. 
Se utilizarán los siguientes criterios: 
Conocimiento y asentimiento: siendo que al participante se le informa todo acerca 
de los ítems y criterios aplicados en la investigación, para ello suscriben con su firma en 
una hoja su asentimiento 
Riesgo: El presente proyecto de investigación se ha realizado en base al análisis de 
un hecho real en donde no hay intervención del participante por ende no existe riesgo 
alguno de suscitarse algún daño físico tras el desarrollo esta investigación. 
El presente trabajo de investigación se ha realizado con basamento en los hechos 
cotidianos con consecuencias jurídicas, contrastada con información obtenida de medios 
digitales, como bibliotecas físicas o virtuales, internet, revistas; también se ha procedido 
a citar pertinentemente a los autores de las bibliografías utilizadas, en consecuencia, la 
investigación es auténtica, es decir, no contiene plagio alguno. Siendo que está regida en 
el marco de los lineamientos de autenticidad. Por lo tanto, se cumple con las exigencias 
y las formalidades para realización y desarrollo del proyecto conforme a lo exigido. 
Se utilizarán los criterios de conocimiento y asentimiento y del riesgo; siendo que 
en el primero, se le informa al participante de los ítems y criterios aplicados a la 
investigación, suscribiendo su firma en señal de aceptación. En cuanto al riesgo, no existe 













Descripción de los resultados del cuestionario aplicado a los operadores del derecho. 
El instrumento que se describió en este apartado son 11 entrevistas aplicadas a 
operadores de derecho, de las cuales 04 entrevistas se aplicaron a Fiscales Penales, 01 a 
Juez Penal, 03 a asistentes en función fiscal y 03 a especialista en Derecho Constitucional 
de la provincia de Piura; la misma que constó de cinco preguntas y que se analizaron de 
forma sistematizada.  
DE LA PREGUNTA N° 1: ¿Cree usted que en la regulación de las penas del delito 
de feminicidio tipificado en el artículo 108-b del código penal se está vulnerando el 
derecho fundamental de igualdad entre varones y mujeres al ser penas muy 
desproporcionadas en relación al delito de homicidio donde la víctima sea un varón y el 
imputado una mujer?  
Como se muestra a continuación:  
 
Tabla N° 1 
Las penas del feminicidio vulneran el derecho fundamental de igualdad entre 
varones y mujeres. 
INDICADOR N° DE ENTREVISTADO PORCENTAJES 
Si 9 82% 
No 2 18% 
TOTAL 11 100% 






De la Tabla N° 1 se desglosa los siguientes datos: 
1.1.- Entre el 82% que respondieron de forma positiva los argumentos fueron 
diversos, siendo dos los argumentos más resaltantes: el primero de ellos fue que las penas 
del feminicidio vulnera el derecho de igualdad ante la ley, esto debido a que las penas del 
feminicidio le dan mayor protección a la vida de la  mujer y no la del varón generando 
una violación al principio de igualdad material, por lo que se deben establecer las mismas 
penas para ambos, el segundo argumento, es que existe una desproporción desmedida en 
las penas del feminicidio a comparación con el homicidio cuando se mata a un varón 
vulnerando el derecho de igualdad material entre varones y mujeres, pues no se toma en 
cuenta que ambos delitos protegen el mismo bien jurídico vida, por ende debe establecer 
penas proporcionales  en los asesinatos independientemente sea varón o mujer, como se 





Figura 1: El 82% considera que SI, existe una vulneración al derecho fundamental de
igualdad entre varones y mujer ena las penas regulada enel feminicidio, y el 18% considera
que NO, hay una vulneración al derecho fundamental de igualdad en las penas reguladas en
el de delito de feminicidio, ya que es una medida eficaz para combatir el alto indice de
muertes de mujeres.
Porcentaje de las penas del feminicidio vulnera el derecho fundamental 
de igualdad entre varones y mujeres. 
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 Fuente: Entrevista elaborado por Daniel Julio Chuyes Vite. 
1.2.- Respecto al 18% que respondieron de forma negativa, los argumentos más 
resaltantes fueron dos: el primero que existe la necesidad de mayor protección a las 
mujeres por el alto índice de asesinatos, estaría justificado hacer la diferencia en cuanto 
a la sanción penal y como segundo que es una política del Estado para combatir este 
problema social, esto debido a las estadísticas de violencia y muerte, lo que no sucede 
con el delito de parricidio, como se muestra a continuación: 
Tabla N° 1.2.- 
Fundamento del porque no se vulnera el derecho fundamental de igualdad 
material. 
Indicador N° Entrevistado Porcentaje 
Existe la necesidad de mayor protección a 
la mujer por el alto índice de asesinatos, 
estaría justificado hacer la diferencia en 
cuanto a la sanción penal. 
1 9% 
Política criminal del Estado para combatir 
este problema social, esto debido a las 
estadísticas de violencia y muerte, lo que no 
sucede con el delito de parricidio. 
1 9% 
Total 2 18% 
Fuente: Entrevista elaborado por Daniel Julio Chuyes Vite. 
Indicador  N° entrevistado Porcentaje 
Todos somos iguales ante la ley, 
esto debido a que las penas del 
feminicidio le dan mayor 





Desproporción desmedida en las 
penas del feminicidio a 
comparación con el homicidio 





Total 9            82% 
Tabla N° 1.1.- 





Se concluye que de los 11 entrevistados, 9 señalaron que las penas reguladas en el 
delito de feminicidio vulnera el derecho de igualdad material, pues establecer penas en el 
feminicidio diferentes a las regula en el homicidio, se evidencia una desproporción en las 
mismas teniendo en cuenta que el bien jurídico protegido para ambos delitos es el mismo 
vida, validándose con ello la postura que se tiene para alcanzar el objetivo principal de la 
investigación; asimismo, solo 2 de los 11 entrevistados manifestaron que las penas del 
delito de feminicidio no vulneran el derecho de igualdad material entre varones y mujeres.  
DE LA PREGUNTA N° 2: Ante las recientes modificatorias de las penas al 
aumentarlas ante el delito feminicidio ¿Constituirían un mecanismo para ampliar la 
protección penal ante el alto índice de asesinatos a mujeres?  
Tabla N° 2 
Aumentar las penas en el feminicidio es un mecanismo para ampliar la protección 
penal a las mujeres. 
 Fuente: Entrevista elaborado por Daniel Julio Chuyes Vite. 
 
De la Tabla N° 2 se desglosa los siguientes datos: 
 Indicador N° de entrevistados Porcentaje 
Si 3 27% 
No 8 73% 





Porceentaje Las penas al aumentarlas ante el delito feminicidio
¿Constituirían un mecanismo para ampliar la protección penal ante el
Figura 2: El 73% considera que NO, aumentar las penas en el femincidio no ayuda
ampliar la proteccion de la mujer víctima de asesinato , y el 27% considera que SI,
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2.1.- Entre el 73% que equivale a 8 entrevistado respondieron de forma negativa 
los argumentos fueron diversos, siendo los más resaltantes los siguientes: el 36% que 
equivalen 4 entrevistados, señalan que aumentar las penas en el delito de feminicidio no 
amplia la protección a los asesinatos cometidos a las víctimas, en ese sentido si bien es 
cierto el Perú al suscribirse en la Convención Belem Do Pará en el año1994 reconoce la 
protección para sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, el Estado lejos de 
ampliar dicha protección únicamente ha masificado las penas del feminicidio 
evidenciando que aumentar las penas en el feminicidio no ayuda a proteger a la víctima, 
el 19% que equivale 2 entrevistados sostienen que incrementar las penas en el feminicidio 
no ayuda a combatir el índice de asesinatos a las mismas, más bien se observa que en la 
actualidad los asesinatos contra las mujeres se viene aumentando de manera incontrolada, 
advirtiéndose que gran parte de los casos de feminicidio se dan en estratos sociales 
marginales, asimismo un 9% que equivale a un entrevistado sostiene que efectivamente 
aumentar las penas en el delito de feminicidio conlleva a fines disuasorios, y por último 
un 9% que equivale a un entrevistado señala que el derecho penal no reduce la 
criminalidad del mismos, pues aumentar las penas no es una medida de restricción ni de 
ayuda a la víctima, como se muestra a continuación 
 
Tabla N° 2.1.- 
 No ayuda a la protección penal de la mujer. 
 
 
   
 





                
         Fuente: Entrevista elaborado por Daniel Julio Chuyes Vite. 
2.2.- Respecto al 27% que respondieron de forma positiva, los argumentos más 
resaltantes son los siguientes:  que existe la necesidad de aumentar las penas por el alto 
índice de asesinatos contra la mujer, la misma que debe ir complementado con otros 
Indicador  N° de entrevistados Porcentaje 
No amplia la protección a la mujer 4 36% 
Siguen en aumento los ilícitos penales 2 19% 
Sobreprotección conlleva a fines 
disuasorios 
1 9% 
El derecho penal no reduce la 
criminalidad 
1 9% 
Total 8 73% 
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mecanismos sobre todo de prevención para lo cual el Estado debe crear conciencia del 
respeto por la vida de la mujer desde la formación escolar y  que el Estado tiene  como 
prioridad proteger la vida de las víctimas, por ende, es conveniente subir el quantum de 
la pena para poder erradicar los asesinatos a este género. 
Tabla 2.2.- 
Si constituye un mecanismo para la protección penal. 
Indicador N° Entrevistado Porcentaje 
Dado el alto índice de muertes 
graves en mujeres 
2 18% 
Protege el Derecho a la vida 1 9% 
Total 3 27% 
            Fuente: Entrevista elaborado por Daniel Julio Chuyes Vite. 
En conclusión, de los 11 entrevistados se tiene que 8 de ellos aseguran que se 
señalan que el aumentar las penas en el delito de feminicidio no ayuda a reducir el alto 
índice de asesinatos contra las mujeres, si bien el Perú ha celebrado la Convención Belem 
Do Pará, para prevenir y sancionar la violencia contra la mujer, sin embargo, lejos de 
establecer mecanismos de prevención y protección al género femenino ha optado por 
aumentar desproporcionalmente las penas del feminicidio. 
DE LA PREGUNTA N° 3: Conoce usted un caso en donde se haya aplicado el 
tipo penal de feminicidio? ¿Cuál sería su apreciación? 
 Tabla N° 3 
Apreciación sobre caso de feminicidio.  
Indicador N° de entrevistado    Porcentaje 
Si 7 64% 
No 4 36% 
Total 11 100% 





De la Tabla N° 3 se desglosa los siguientes datos: 
3.1.- Entre el 64% que respondieron de forma positiva los argumentos fueron 
diversos, siendo los más resaltantes los siguientes: el 9% que equivale a un entrevistado 
señala desde el punto de vista jurídico y procesal, el tipo penal de feminicidio tiene un 
divorcio con las realidad, porque dentro de las pericias realizadas dentro de un proceso 
por delito de feminicidio, no se realiza pericia alguna para determinar el contexto social 
de violencia; como segundo argumento se tiene que el 19% que equivale a dos de los 
entrevistados, se tiene que los operadores de derecho no pueden diferenciar entre los tipos 
penales de homicidio y femicidio cuando el sujeto pasivo es mujer, puesto que el bien 
jurídico para ambos es el mismo vida. 
El tercer argumento es que el 9% equivalente a un entrevistado sostiene que, el tipo 
penal de feminicidio regulado en el artículo 108-B del código penal señala que se aplica 
de manera correcta el feminicidio, como el aplicado en el casos de Eyvi Areda de 22 años 
la cual fue asesinada cuando su agresor le roció gasolina y la prendió cuando viajaba en 
un autobús el imputado fue acusado por el delito de feminicidio imponiéndosele las penas 
que regula la misma, otro 9% señalan que en los casos de feminicidio no se ha tomado 
las medidas de ayuda a las víctimas originando la muerte de la misma, la entrevistada 
sugiere que se debe establecer un plan estratégico  constante enfocado a la sociedad y a 
los conflictos tanto de conducta como educación, además un entrevistado señala que las 





Porecentaje sobre la apreciación sobre la aplicación del delito de 
feminicidio.
Figura 3: El 64% considera que SI, conocen casos sobre la aplicación del delito de 
feminicidio, y el 36% considera que NO, tienen conocimiento de la aplicación legal 
del delito de feminicidio. 
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homicidio, en situaciones donde la víctima del ilícito penal es una varón, es decir, mujer 
mata a varón, como se muestra en la siguiente tabla: 
Tabla N° 3.1.- 
Apreciación negativa sobre feminicidio. 
 Fuente: Entrevista elaborado por Daniel Julio Chuyes Vite. 
3.2.- Respecto al 36% que respondieron de forma negativa, señalan que no tienen 
conocimiento de algún caso de feminicidio. 
En conclusión, de los 11 entrevistados 7 aseguran que el delito de feminicidio 
regulado por nuestro código penal actual muestra que existe duda por parte de fiscales, 
jueces penales y abogados litigantes  al atribuir el delito de feminicidio o homicidio 
debido a que el bien jurídico vida es el mismo para ambos, asimismo señala que las penas 
de feminicidio son elevadas a comparación de las reguladas en el homicidio, en caso 
Indicador N° entrevistado Porcentaje 
La norma no tiene relación con la 
realidad, no realizándose pericia 





No se puede diferenciar entre los 
delitos homicidio y feminicidio 
contra una mujer, debido a que el 






Se aplica de manera correcta el 
delito de feminicidio. 
1 9% 
El Estado no brinda una ayuda 






Las penas privativas de libertad 
son muy altas en relación al delito 
de homicidio, en hechos donde la 





Total 7 64% 
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donde la víctima sea un varón se imponen penas menos gravosas, en ese sentido, se 
evidencia que la tipificación del feminicidio no se ajusta a la realidad social. 
DE LA PREGUNTA N° 04: ¿Considera que en casos semejantes de homicidio 
donde el agraviado sea un varón, se debería aplicar los mismos rangos de penas 
establecidas en el delito de feminicidio?  
De la muestra consistente en 11 abogados especialistas, el 55% que constituye 6 
entrevistados respondieron de forma negativa; mientras que un 45% que constituye 5 
entrevistados respondieron positivamente.  
Como se muestra a continuación. 
Tabla N° 4 
Aplicar las mismas penas de feminicidio a casos semejantes donde la víctima es 
varón. 
Indicador N° de entrevistado Porcentaje 
Si 5 45% 
No 6 55% 
Total 11 100% 






Figura 4: El 45% considera que SI, se deben aplicar las miasma penas del delito de
feminicidio cuandos en casos semejantes donde la víctima es un varón, y el 55%
considera que NO, deben aplicarse las mismas pena del feminicidio.
Porcentaje de aplicar los mismos rangos de penas establecidas en el 




De la Tabla N° 4 se desglosa los siguientes datos: 
4.1.- El 55% que respondió negativamente, manifiestan una serie de fundamentos 
de los cuales resaltan los siguientes: el 18% que equivale a dos entrevistados señalan ante 
la interrogante planteada que en caso semejantes de homicidio donde la víctima haya sido 
un varón considera que se debería reformar el tipo penal de homicidio calificado por  
ferocidad, en razón de que este delito protege muy bien el bien jurídico vida, cuerpo y 
salud de ambos sexos, como segundo fundamento se tiene que el 9% que equivale a un 
entrevistado sostiene que en casos semejantes donde el agraviado antes de imponer una 
pena la ley debe tomar en cuenta el aspecto social, como tercer fundamento el 9% que 
equivale a un entrevistado señala respecto si se deberían imponer las mismas penas de 
feminicidio cuando exista un caso semejante donde la víctima sea un varón, no debería 
aplicarse el mismo rango de penas del feminicidio porque no es frecuente se observa casos 
donde la víctima es el varón, pero cuando ello suceda se debe aplicar el artículo 107 
Parricidio, otro 9% sostiene que no se deben aplicar el rango de pena al homicidio cuando 
la víctima es un varón, sino penas no tan desproporcionadas a fin de que se asegure el 
Principio de Proporcionalidad y razonabilidad y por último se tiene que el 9% enfatiza 
que no deben aplicarse las mismas penas de feminicidio en caso de homicidio donde la 
víctima es varón, porque sería caer en el populismo además que la criminalidad no se 
combate con el aumento de las penas, como se muestra en la siguiente tabla: 
Tabla N° 4.1.- 
No se deben aplicar las mismas penas. 
Indicador N° Entrevistado Porcentaje 
Aplicar el delito de homicidio calificado 
por ferocidad, porque protege el mismo 
bien jurídico para ambos sexos 
2 19% 
La ley debe tomar en cuenta el aspecto 
social 
1 9% 
No es frecuente que la víctima de asesinato 
sea un varón 
1 9% 





Aplicar los mismos rangos de penas del 
feminicidio en caso de homicidio donde la 
víctima es varón, sería caer en el populismo 
1 9% 
Total 6 55% 
Fuente: Entrevista elaborada por Daniel Julio Chuyes Vite. 
4.2.- Respecto al 45% que respondió positivamente a la interrogante de que se 
debería aplicar el mismo rango de pena del feminicidio cuando existan casos donde la 
víctima sea varón, resaltan los siguientes fundamentos: el primer fundamento se tiene que 
el 28% que equivale a tres de los entrevistados sostienen que se debe aplicar las mismas 
penas del feminicidio en casos de homicidio de un varón, porque, el derecho de igualdad 
no hace distinciones de género por lo que ambos varón y mujer son vulnerables en  un 
contexto sentimental a perder la vida debiéndose evaluar la magnitud de la conducta 
ilícita, otro fundamento es que el 9% equivalente a un entrevistado sostiene respecto a la 
interrogante que la penas y enfoque deben ser y tener reciprocidad en ambos delitos, 
teniendo en cuenta el estudio estadístico de las dificultades que la sociedad crea y 
desarrolla a diario y el último argumento respecto a si se deberían aplicar los mismos 
rangos de penas del feminicidio a casos semejantes de homicidio donde la víctima es 
varón, teniendo como respuesta que si se debería aplicar el mismo rango de pena, porque 
el bien jurídico para ambos es el mismo por lo que no debe establecerse diferencias 
desmedidas, como se muestra a continuación: 
Tabla N° 4.2.- 
Se deben aplicar las mismas penas. 
 Fuente: Encuesta elaborada por Daniel Julio Chuyes Vite. 
 
DE LA PREGUNTA N° 05: ¿Cuál cree usted que sería la pena más adecuada para 
el delito de feminicidio que evite considerar una desigualdad en varones y mujeres? 
Indicador N° de entrevistado Porcentaje 
Desigualdad en la protección penal 3 27% 
Las penas deben ser iguales y recíprocas 1 9 
Es el mismo bien jurídico protegido 1 9% 




Tabla N° 5 
Pena más adecuada para el feminicidio. 
Indicador N° de entrevistados Porcentaje 
Se debe aplicar las penas reguladas en el 






No habría la necesidad de equiparar las 
penas. 
3 28% 
Debería ser una pena no menor de15 ni 
mayor de 25 años con beneficios sociales. 
1 9% 
Las penas privativas de la libertad no se 
deberían equiparar, sino se debería 
derogar el delito de feminicidio. 
1 9% 
Deber ser una pena privativa de libertad 
no menor de 25 años hasta cadena 
perpetua para el feminicidio y homicidio 
cuando la víctima es varón. 
1 9% 
La misma pena regulada en el delito de 
feminicidio, no menor de 20 años hasta 
cadena perpetúa. 
1 9% 
Se debe incorporar un tipo penal que haga 
referencia a la muerte de un varón por su 
condición de tal. 
1 9% 
Una pena de 15 años sin beneficios 
penitenciarios. 
1 9% 
Total 11 100% 



























Figura 5: El 18% de los entrevistados señalan deben aplicarse las penas del delito de
homicidio calificado por causal de ferocidad, el 28% no se deben equiparar las
penas sino se debe implementar planes estrategicos para reducir el inidice de
feminicidio, un 9% señala que debe aplicarse una pena no menor de 15 años ni
mayorde 25 años, otro 9% no se deben equiparar las penas sino se debe derogar el
delito de feminicidio, el 9% señala que para ambos supuestos debe aplicarse una
pena no menor de 25 años hasta cadena perpetua, otro 9% señala que se apliquen las
mismas penas de femincidio para amabos casos y otro 9% señalaron que debe
aplikase ambos casos una pena no menor de 15 años sin beneficios penitenciarios y
el último 9% señala que debe incorporarse un tipo penal para el varón.





Esta investigación tuvo como propósito determinar si las penas del delito de 
feminicidio tipificado en el artículo 108-B del Código Penal vigente vulnera el Derecho 
fundamental de igualdad material entre varones y mujeres. Sobre todo, si dichas 
tipificadas en el feminicidio son desproporcionales a comparación de las reguladas en el 
homicidio, en los casos donde la víctima es un varón asesinada por una mujer. 
. A continuación, se estarán discutiendo los principales hallazgos de este estudio.   
Objetivo Específico 1: Analizar el 
contenido del Derecho Fundamental de 
Igualdad material. 
El derecho fundamental de igualdad desde un ámbito histórico es uno de los logros 
más importantes en la humanidad, siendo así que en la Revolución Francesa y en la 
Revolución Americana se reconoció el derecho de igualdad, cuya característica inicial 
consistió en concebir a la ley como una expresión normativa vinculante y obligatoria de 
generalidad.  
Una de las manifestaciones del derecho de igualdad la encontramos en el Acta de 
Independencia de los Estados Unidos de fecha 4 de julio de 1976 la cual proclamó que 
todos los hombres han sido creados iguales, por lo que ningún hombre o grupo de 
hombres tiene derecho, privilegio o ventaja exclusiva o separada de la comunidad, en esta 
declaración Estados Unidos hace mención del derecho de igualdad inherente de toda 
persona humana. 
Ya en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (Francia, 1789) 
se estableció que todos los hombres nacen y viven libres e iguales en derechos; las 
distinciones sociales solo pueden fundarse en la utilidad común, es decir si un 
determinado Estado realiza alguna distinción entre varón y mujer estas deben ser 
razonables y proporcionales sin afectar extremadamente el derecho del otro. Fundamento 
que comparte el autor Morales (2015); en su tesis titulada: “Violación al principio 
constitucional de igualdad respecto al género, contenida en el numeral 4 del Artículo 118° 
del Código Civil Guatemalteco”, el cual hace énfasis que, el Derecho Constitucional de 
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igualdad tiene como propósito principal que todas las personas sean tratadas de la misma 
forma. 
Asimismo, el derecho a la igualdad se desprende de la dignidad y naturaleza de los 
seres humanos. El tratamiento desigual no será injustificado en tanto no se afecte dicha 
dignidad, sin embargo, será reprochable que se den tratos diferenciados afectando la 
dignidad de las personas, para que sea legítima una diferenciación se debe perseguir un 
resultado jurídico legítimo a la luz de la moral y los valores del derecho, así como el 
acreditamiento de una razonable relación de proporcionalidad entre los medios empleados 
y la finalidad que la motiva. 
En ese sentido se evidencia una diferenciación cuando el legislador con el fin de 
combatir el alto índice de asesinatos de mujeres ha creído conveniente establecer penas 
privativas de libertad muy elevadas para el feminicidio en comparación al varón que es 
asesinado por su condición de tal, fundamento que es compartido por los entrevistados 
fiscales Inazuma Oderay Córdova Reyes (ver anexo 5.1) y Magister en Derecho 
Constitucional Milton Coronado Villareyes (ver anexo 5.6). 
Por otro lado, la Sentencia del Tribunal Constitucional de Expediente N° 02437-
2013-PA-TC, resuelve declarar fundada la demanda interpuesta por Jane Margarita Cosár 
Camacho y otros contra Supermercados Peruanos S.A. Plaza Vea por el siguiente 
fundamento: “El trato diferente de los consumidores debe obedecer a causas objetivas y 
razonables. La atención  preferente en un establecimiento debe responder a situaciones 
de hecho distintas que justifiquen un trato diferenciado y existir una proporcionalidad 
entre el fin perseguido y el trato diferente que se otorga; postura que tiene relación con lo 
señalado por el autor Godoy (2015), en su trabajo de investigación titulado: “Posibilidad 
de un feminicidio agravado en Chile: Análisis en relación al Principio de Igualdad y 
proporcionalidad en sentido amplio, señala que para agravar la pena del delito de 
femicidio, se debe tener en cuenta el principio de igualdad consagrado en la Constitución 
Chilena, principalmente de la igualdad material debido a que si se establecen diferencias 




Objetivo Específico 2: Desarrollar el 
contenido de la proporcionalidad en las 
penas. 
El concepto de proporcionalidad es producto de una evolución histórica, 
introducido para limitar al ius puniendi; en el ámbito del Derecho Penal, el principio de 
proporcionalidad en sentido amplio tiene un significado mucho más restringido, pero no 
menos importante, que en el ámbito procesal penal o en el Derecho Administrativo, por 
los siguientes motivos: porque de la relación de las normas penales se puede deducir que 
el fin que a través de las mismas se persigue es único, la protección de los bienes jurídicos 
frente a lesiones o puestas en peligro, a través de la amenaza penal y porque este fin será 
alcanzado a través del medio de la desaprobación ético social del comportamiento 
delictivo. 
El génesis de proporcionalidad se menciona en Grecia en la obra de Platón titulada 
“Las Leyes” el cual señala que la pena sea proporcional a la gravedad del delito, pues se 
evidenciaba la imposición de penas graves por hechos que no merecían tal sanción. Pero 
es hasta la época de la Ilustración cuando el autor César Beccaria afirma en su obra “De 
los delitos y de las penas” que la pena que se imponga a un hecho delictivo debe ser 
necesaria e infalible, en conclusión, se tiene que tanto Platón como Beccaria señalan que 
cuando el legislador establezca penas a determinados hechos considerados delitos, se 
debe aplicar penas proporcionales.  
El principio de proporcionalidad de las penas tuvo su primera aparición legal en la 
resolución del Deutscher Journalistentag, tomada en Bremen el 22 de agosto de 1875, 
mediante la cual señalo que las medidas coactivas dirigidas contra los periodistas que se 
negaran a participar y declarar como testigos en procesos judiciales sean proporcionales 
a las penas previstas en los delitos perseguidos, es decir, que se impongan penas 
razonables al ilicitito penal perseguido, este fundamento se contrasta con la del 
entrevistado Dra. Jesús María Sandoval Valdiviezo (ver anexo 5.8) que señala que las 
penas reguladas en el delito de feminicidio no son proporcionales y razonables en relación 
a las que se impone al varón, por lo cual las leyes deben darse iguales para el varón y la 
mujer porque ambos son vulnerables ante una situación  sentimental. 
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En ese sentido en opinión de Mir Puig la pena que establezca el legislador al delito 
deberá ser proporcional a la importancia social del hecho, por lo que no se deben admitir 
penas exageradas e irracionales en relación con la prevención del delito, debiéndose exigir 
que la pena debe ser proporcional al delito, es decir, no debe ser exagerada y la 
proporcionalidad se medirá con base en la importancia social del hecho. 
Resulta también relevante mencionar lo señalado por el entrevistado Dr. Kelvin 
Johan Salinas (ver anexo 5.9), el cual menciona en la pregunta uno que el feminicidio 
encuentra mayor protección al género femenino tratando de proteger desde un punto de 
vista de la prevención general de las penas con penas muy elevadas, es decir, el Estado le 
brinda mayor protección a la vida de la mujer estableciendo penas más gravosas al que 
mata a una mujer, dejando de lado la vida del varón. 
Asimismo, el mismo entrevistado señala que el Derecho penal no puede reducir la 
criminalidad al aumentar las penas, porque el fin de la pena en el derecho penal es 
sancionar una conducta sin que la pena sobrepase el daño ocasionado por dicha conducta, 
teniendo en cuenta el principio de proporcionalidad entre la pena y el hecho ilícito. 
La proporcionalidad significa que el mal que cause la pena sea el mínimo, según el 
Estado de necesidad que se genera por la falta de otras herramientas de respuesta a que 
no sea la agresión, este principio es importante porque pondera respecto al perjuicio 
ocasionado por el delito y su adecuada relación con el fin preventivo, para lograr tal fin 
se debe imponer penas justas y proporcional. 
Así en la pregunta N° 1, arrojó que el 82% de la muestra entrevistada considera que 
existe una vulneración al derecho fundamental de igualdad, señalando que existe una 
desproporción en las penas prescritas en el feminicidio con las del homicidio en los casos 
en que la víctima sea un varón, es decir, que el legislador al determinar penas más 
gravosas a quien mata a una mujer por su condición de tal  vulnera el derecho de igualdad 
material al establecer penas menos gravosas aquella que mata a un varón por su condición 
de tal, fundamento que se reafirma con lo señalado por el autor Castillo que señala, para 
la determinación de la proporcionalidad de la pena se debe tener en cuenta en primer lugar 
la importancia del bien jurídico, tanto en su relevancia social como constitucional, 
mientras mayor sea la importancia del bien jurídico mayor debe ser la pena, y a la inversa 
un bien jurídico de menor no debe ser una pena mayor. 
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Objetivo Específico 3: Contrastar la 
tipificación y la regulación de la pena en 
el delito de feminicidio y el homicidio. 
El delito de homicidio simple es un tipo de injusto que no justifica el modo, la forma 
ni circunstancia de ejecución, limitándose a exigir la producción de un resultado, en este 
caso la muerte, sin indicar cómo o de qué manera debe arribarse a dicho resultado, lo 
único que se exige es la idoneidad del medio utilizado para originar el resultado dañoso. 
Sin embargo, ello no implica que en materia penal, tales formas, circunstancias y medios 
empleados resulten irrelevantes, toda vez que éstos devienen en importantes al momento 
de graduarse la pena a imponerse al homicida por la autoridad jurisdiccional competente 
El artículo 106° del Código Penal señala que: “El que mata a otro será reprimido 
con pena privativa de  libertad no menor de seis ni mayor de veinte años”, 
asimismo el artículo 108, regula: “Será reprimido con  pena privativa de libertad 
no menor de quince años el que mate a otro concurriendo cualquiera de la 
circunstancias siguientes: 1) Por ferocidad, codicia, lucro o placer; 2) Para 
facilitar u ocultar otro delito, 3) Con crueldad o alevosía, 4) Por fuego, explosión 
o cualquier otro medio capaza de poner en peligro la vida o salud de otras 
personas”. 
El artículo 108-B del Código Penal señala que, el que mata a una mujer por su 
condición de tal será reprimido con pena privativa de la libertad no menor de veinte años 
hasta cadena perpetua cuando concurran en los supuestos señalados en el mencionado 
artículo. 
De la descripción de los delitos antes mencionado se observa que en ninguno de 
ellos se regula el supuesto de aquella mujer que mata a un hombre por su condición de 
tal, además que las penas que se regulan son desproporcionales e irracionales, es decir se 
castiga con penas más severas al varón que mata a una mujer mientras a la mujer que 
mata a un hombre con menor pena, en ese sentido se comparte  la opinión del autor 
Hurtado (1993) señala: “[…] En los delitos contra la vida el bien jurídico protegido es 
la vida humana. Su protección está determinada por el artículo 2 inciso I de la 
Constitución Política del Perú. Hurtado Pozo, señala que el derecho penal protege 
ampliamente este bien jurídico, en razón de la natural vulnerabilidad humana.”, porque 
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el Derecho penal tiene como objetivo la protección de bienes jurídicos, por lo que el delito 
de homicidio y feminicidio protegen el mismo bien jurídico “La vida humana”, siendo 
así se evidencia que el Estado da mayor protección y valor a la vida de la mujer que la 
vida del varón. 
Objetivo Específico 4: Examinar las 
sentencias en los casos de feminicidio en 
relación al delito de homicidio. 
• Caso Expediente N° 541-2015-9-2005-JR-PE-01. 
Acusado    : Segundo Otilio Reyes Pulache.  
Delito        : Feminicidio – Lesiones leves Agrav. Por El Vínculo 
Agraviado : Casilda Huancas Laban – A.D.R.H. 
Hechos:  
El 01 de febrero del año en curso en horas de la tarde llegó el acusado Segundo 
Otilio Reyes Pulache a su casa encontrando a la occisa Casilda Huancas Laban con el 
dorso descubierto y encontró que sobre la cama había un maletín plomo con franjas rojas 
conteniendo ropa de la occisa y de su hija, y ante la afirmación hacia el acusado por parte 
de la agraviada quien le dijo que se iba del hogar, el acusado le preguntó si se iba con 
otro, ésta no le respondió, por lo que el acusado a continuación la arrojó a la cama, le dio 
golpes de puño en el estómago produciéndole daños en el hígado, entre ellos una 
hemorragia interna, luego le da vuelta y le da cortes en la espalda, para finalmente 
asfixiarla con la colcha que se encontraba sobre la cama.  
Agrega que el mismo día de los hechos aproximadamente a las 20 horas, la señora 
Mercedes, hermana de la occisa; escuchó desde su domicilio a su sobrina llorando, razón 
por la que acudió al domicilio de la occisa, y el acusado le entregó a la menor, la señora 
Mercedes se llevó a la niña a su domicilio; luego de unos minutos salió el acusado de su 
hogar se dirigió donde la hermana de la occisa le dejó las llaves al hijo de la hermana de 
la agraviada y se retiró del lugar; minutos después cuando la hermana entró a la casa con 
estas llaves a fin de recoger leche para darle a la menor, halló a su hermana tapada con 
una colcha, la llevó al hospital al verla golpeada, herida, manchada en sangre y que no 
reaccionaba; en el establecimiento hospitalario determinaron que la misma se hallaba 
muerta.   
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El acusado por su parte se encontraba deambulando por la ciudad deprimido y luego 
de adquirir veneno para perros se dirigió al cementerio San Teodoro donde intentó acabar 
con su vida ante la muerte de su conviviente.   
Con los medios probatorios ofrecidos por el fiscal y las declaraciones de testigos el 
Juez condenó a Segundo Otilio Reyes Pulache, como autor del delito Contra La Vida, El 
Cuerpo y la Salud, tipo penal feminicidio agravado previsto en el artículo 108-B inciso 
1 y 7 concordado con el artículo 108 inciso 3 del Código Penal, en agravio de Casilda 
Huancas Laban, a veinticinco (25) años de pena privativa de la libertad efectiva. 
En el presente caso se tiene que al acusado Segundo Otilio Reyes Pulache se le 
condenó con una pena privativa de la libertad efectiva de 25 años por haber asesinado a 
su conviviente Casilda Huancas Laban, sin embargo, que sucede si en el hipotético caso 
Casilda Huancas Laban es la que mata a su conviviente por razones de celos, el fiscal 
basará su acusación penal en el delito de Homicidio Calificado artículo 108 inciso 3 con  
grana crueldad o alevosía, el cual tiene una pena no menor de quince (15) años y el Juez 
al imponer la pena la realizara teniendo en cuenta que la misma no puede ser menor de 
15 años, siendo así se observa que en ambos supuestos similares las penas reguladas por 
el código penal son diferentes, evidenciándose la desproporcionalidad de las penas para 
aquella persona que mata a un varón vulnerando el derecho fundamental de igualdad 
material. 
• Caso Expediente N° 01111-2016-100-2001-JR-PE-02. 
     Acusado    : Manuel Jesús Cordova Aguilar 
     Delito        : Feminicidio  
Agraviado : Brenilda Valencia Jaramillo 
 
Hechos:  
El día 14 de febrero de 2016 a las 18:45 horas aproximadamente, quien en vida fue 
Brenilda Valencia Jaramillo se encontraba junto a su menor hija Arlet del Pilar Paucar 
Valencia de 07 años de edad, caminando por inmediaciones de la calle Belén, altura del 
Parque Bellas Artes ubicado en el Asentamiento Humano la Molina II, a fin de llevar 
víveres a una vecina que vive en el Asentamiento Humano Los Ángeles, circunstancias 
en que Manuel Jesús Córdova Aguilar la intercepta por la parte de atrás premunido de 
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una daga con la cual le infiere varios punzones en el cuerpo, ante ello, Brenilda trata de 
defenderse, siendo imposible pues el imputado le reclamaba diciéndole con quien estaba, 
y con total crueldad le propinaba cortes a la altura de la mano, cuello, tórax, abdomen 
brazo izquierdo, antebrazo izquierdo, antebrazo derecho, hipocondrio derecho, en el 
maxilar izquierdo, en los dedos de la mano izquierda, en la palma de la mano izquierda, 
y a la altura del corazón, lo que le ocasionó que Brenilda cayera al suelo, ocasionándole 
un sufrimiento innecesario antes de su deceso, en tanto la menor hija de la occisa lloraba 
al ver a su madre sangrando en el piso, para luego Manuel Jesús Córdova Aguilar, huir 
del lugar dejando tirada en la escena del crimen la funda donde guardaba la daga. 
Inmediatamente después y al llamado de los vecinos personal policial se apersonó al lugar 
procediendo al levantamiento de cadáver, recogiendo las evidencias y entrevistar a los 
testigos del hecho. 
De la valoración conjunta de los medios probatorios presentados y acreditados en 
el proceso penal el Colegiado Supra Provincial de Piura, decidió condenar al acusado 
Manuel Jesús Córdova Aguilar, como autor y responsable del delito contra la vida, el 
cuerpo y la salud en la modalidad de Feminicidio tipificado en el artículo 108º- B segundo 
párrafo numeral 7), concordado con el numeral 3) del artículo 108° del Código Penal en 
agravio de  los herederos legales de la occisa Brenilda Valencia Jaramillo; imponiéndole 
veinticinco (25) años de  pena privativa de libertad efectiva. 
En el presente caso se tiene que bien es cierto se condenó al acusado Manuel Jesús 
Córdova Aguilar  con una pena privativa de la libertad efectiva  no menor de 25 años por 
haber asesinado a su conviviente Brenilda Valencia Jaramillo, conforme lo regula el 
artículo 108-B de Código Penal, sin embargo, que sucede si en el hipotético caso Brenilda 
Valencia Jaramillo es la que mata a su conviviente por razones de celos, el fiscal basará 
su acusación penal en el delito de Homicidio Calificado conforme al artículo 108 inciso 
3 con  grana crueldad o alevosía, el cual tiene una pena no menor de quince (15) años y 
el juez al momento de imponer la pena tendrá que realizarlo en un rango no menor de 15 
años, siendo así se observa que en ambos supuestos similares las penas reguladas por el 
código penal son diferentes, evidenciándose la desproporcionalidad de las penas para 





• Caso Expediente N° 07768-2017-2-2001-JR-PE-04. 
     Acusado    : Palacios Bereche, Jhonny 
     Delito        : Feminicidio  
Agraviado : Ticliahuanca Garcia, Lili Maday 
 
Hechos:  
Con fecha 05 de diciembre del 2017 a las 21 horas de la noche y en ese día la pareja 
habían tenido una diligencia por violencia familiar que había denunciado la parte 
agraviada, y en horas de la tarde se habían ido a la tienda comercial de Tottus de Castilla 
y luego se fueron a su casa ubicada en Upis-Los Faiques, en donde por celos el procesado 
empezó a reclamarle a la agraviada porque la habían estado llamando cuando estaban 
camino a su casa luego que habían estado en Tottus, y la forzó a tener relaciones sexuales, 
frente a lo cual la agraviada estaba muy mortificada ya que no quería tener dichas 
relaciones, y el procesado se agenció de un cuchillo y se lo colocó atrás de su cintura y 
sin que se diera cuenta la agraviada y en el calor de la discusión se lo insertó en la parte 
del cuello en ambos lados y como estaba aún con vida la asfixió con parte de una blusa, 
hasta que falleció, todo ello ocurrió estando presente su menor hijo de cuatro años, quien 
estaba durmiendo. Frente a todo esto luego de haber dado muerte a su pareja el procesado 
decide entregarse a las autoridades policiales y se constituye a la comisaría de los 
Algarrobos para entregarse, dejando encerrado el cadáver de su pareja y al menor quien 
estaba durmiendo. 
De la valoración conjunta de los medios probatorios presentados y acreditados en 
el proceso penal el 4° Juzgado de Investigación preparatoria decidió condenar al acusado 
Palacios Bereche, Jhonny, como autor y responsable del delito contra la vida, el cuerpo y 
la salud en la modalidad de Feminicidio tipificado en el artículo 108º- B, inciso 1 y 2, 4,7 
y 8; imponiéndole veintisiete (27) años  y 06 meses de  pena privativa de libertad efectiva, 
pues el mismo se sometió a la terminación anticipada. 
En el presente caso se tiene que bien es cierto se condenó al acusado Palacios 
Bereche, Jhonny  con una pena privativa de la libertad efectiva  de 27 años y 06 meses  
por haber asesinado a su conviviente Ticliahuanca Garcia, Lili Maday, conforme lo regula 
el artículo 108-B de Código Penal, sin embargo, que sucede si en el hipotético caso 
Ticliahuanca Garcia, Lili Maday es la que mata a su conviviente por razones de celos, el 
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fiscal basará su acusación penal en el delito de Homicidio Calificado conforme al artículo 
108 inciso 3 con  grana crueldad o alevosía, el cual tiene una pena no menor de quince 
(15) años y el juez al momento de imponer la pena tendrá que realizarlo en un rango no 
menor de 15 años, siendo así se observa que en ambos supuestos similares las penas 
reguladas por el código penal son diferentes, evidenciándose la desproporcionalidad de 
las penas para aquella persona que mata a un varón vulnerando el derecho fundamental 






















1.- Las penas tipificadas en el delito de feminicidio vulneran el derecho 
fundamental de igualdad entre varones y mujeres por ser desproporcionada. Debiendo 
modificarse el artículo 108° del Código Penal, que regula el homicidio calificado, 
incorporando un nuevo supuesto cuando la víctima de asesinato sea un varón por su 
condición de tal se deben aplicar las mismas penas del feminicidio. 
2.- A través de la doctrina queda establecido que el derecho fundamental de 
igualdad material es entendido como aquella igualdad entre varón y mujer que se da 
dentro de la realidad social, por lo que implementar preceptos normativos con el solo 
proteger a un grupo específico de la sociedad, crea un trato desigual a determinados 
grupos sociales. 
 3.- La proporcionalidad de las penas implica que la sanción penal que se establezca 
a un determinado hecho debe ser racionales con la conducta realizada, debiéndose medir 
en base a la importancia social del hecho cometido.    
4.- De la tipificación del delito de feminicidio artículo 108°-B del Código Penal se 
tiene que la pena mínima es de veinte años hasta cadena perpetua, cuando se mata a una 
mujer por su condición de tal, a diferencia de aquel que mata a un varón por razones de 
odio se impone como pena mínima de 15 años conforme a lo regulado en el artículo 108° 
del código penal. 
5.- A través de la jurisprudencia queda establecido que se imponen penas más 
graves aquel sujeto que mata a una mujer por su condición de tal, imponiéndoseles como 
pena mínima veinticinco (25) conforme al artículo 108°-B del Código Penal, además se 
pudo demostrar que en casos similares donde la victima de asesinato es un varón se 
condena al acusado con penas menores a la que se imponen en el feminicidio, la cual es 










1.- Al congreso de la Republica la presentación del proyecto de Ley a fin de lograr 
modificatoria al artículo 108° del Código Penal, para incorporar el supuesto, cuando la 
víctima varón sea asesinado por su condición de tal dentro de los contextos que regula el 
tipo penal de feminicidio, se deben aplicar las mismas penas reguladas en el feminicidio, 
2.- A los jueces penales, fiscales y abogados defensores, al momento de iniciar un 
proceso penal por la muerte de un varón por razones de odio, se analice si los hechos son 
semejantes al feminicidio, con la finalidad de imponer penas proporcionales para ambos 
hechos (varón mata a una mujer y mujer mata a un varón). 
3.- Al Estado, a través de sus legisladores, realicen un análisis a las penas reguladas 
en los supuestos donde la victima de asesinato sea un varón, a fin de que se haga extensiva 
las penas reguladas en el delito de feminicidio en aquellos casos, a fin de proteger la vida 
para ambos, evitando así la vulneración al derecho de igualdad material entre varones y 
mujeres. 
4.- Informar a la población sobre el tema de violencia de género del cual puede ser 
víctimas la mujer y varón sin distinción alguna, a fin de que se pueda aplicar penas 
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Entrevista dirigida a abogados especialistas en la materia. 
 
1. ¿Cree usted que en la regulación de las penas del delito de feminicidio tipificado en 
el artículo 108-b del código penal se está vulnerando el derecho fundamental de 
igualdad entre varones y mujeres al ser penas muy desproporcionadas en relación 










2. Ante las recientes modificatorias de las penas al aumentarlas ante el delito 
feminicidio ¿Constituirían un mecanismo para ampliar la protección penal ante el 
alto índice de asesinatos a mujeres? 
______________________________________________________________________
______________________________________________________________________
RESUMEN: La presente investigación tiene como finalidad determinar si existe  la 
vulneración del derecho fundamental de igualdad entre varones y mujeres al imponer 
penas en el delito de feminicidio regulada en el artículo 108-B en aquellos casos donde 
el sujeto pasivo de un asesinato es una mujer, pues es de conocimiento que el sujeto 
que comete el delito de feminicidio tiene como pena mínima 20 años hasta cadena 
perpetua, sin embargo,  aquel que mata a un varón no es posible imponer el rango de 
penas establecidos en el delito de feminicidio, sino el delito de homicidio donde pena 
mínima no menor de 06 años. 
  
TÍTULO: “Vulneración del derecho fundamental de igualdad entre varones y 










3. ¿Conoce usted un caso en donde se haya aplicado el tipo penal de feminicidio? 











4. ¿Considera que en casos semejantes de homicidio donde el agraviado sea un varón, 














5. ¿Cuál cree usted que sería la pena más adecuada para el delito de feminicidio que 











NOTA: La presente entrevista será publicada en los anexos como instrumentos de 
recolección de datos de la Tesis. 
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